ACTA N* 90 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2017 


Correspondiente a la reunión del 
día 8 agosto de 2018 
(Sin corregir) 


XLVIIl LEGISLATURA 
Cuarto Período 


ACTA N? 90 


En Montevideo, a los ocho días del mes de agosto del año dos mil dieciocho, 
siendo la hora nueve y veiticinco minutos, se reúne la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda, a efectos de considerar el 
siguiente Orden del Día: RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE 
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL EJERCICIO 2017. Aprobación. (Carp. 3174/18. 
Rep. 972 y Anexos | al XXVIII). Inciso 15 — Ministerio de Desarrollo Social 
(artículos 219 a 233). -onononnnnncnnncn cnn 
Presiden: Señores Representantes Lilián Galán (Presidenta) y Sebastián 
Andújar (Vicepresidente). -------oooononnnnnnoncncncannnnn cn cncncnoooinonnlao+=- 
Miembros: Señores Representantes José Luis Acosta, Wilson Aparicio 
Ezquerra, Oscar Groba y Jorge Pozzi. ------ooooicacnnnoncncncococncncncncocococoo===- 
Integrantes: Señores Representantes Alfredo Asti, Gonzalo Civila, Bettiana 
Díaz, Omar Lafluf, Cristina Lústemberg, Gustavo Penadés, Iván Posada, 
Conrado Rodríguez, Alejandro Sánchez y Stella Viel. ------ooomii--- 
Inasistencias con Aviso: Señores Representantes Germán Cardoso y 
Benjamín lIrazábal. ---—oooomincncnnnnnnnnnncncncnnncnoaaannnnnnn o 
Asisten: Señor Presidente de la Cámara de Representantes, Jorge Gandini, y 
señores Representantes Gabriela Barreiro, Darcy de los Santos, Paulino Delsa, 
Constante Mendiondo, Gloria Rodríguez y Javier Umpiérrez. ------o--- 
Concurren: Señor Director General de la Secretaría de la Cámara, Eduardo 
Carbajal, y señor Director del Area Legislativa de la Secretaría de la Cámara, 
Francisco ÁVerSa. == 
Invitados: Por el Ministerio de Desarrollo Social: Mtra. Marina Arismendi, 
Ministra; Prof. Ana Olivera, Subsecretaria; Ec. Graciela Mazzuchi, Directora 
General de Secretaría; A/S Mariella Mazzotti, Directora del Instituto Nacional 
de las Mujeres; Federico Graña, Director Nacional de Promoción Sociocultural; 
Mauricio Guarinoni, Director Nacional de Gestión Territorial; Eleonora Bianchi, 
Directora Nacional de Protección Integral en Situación de Vulneración; Soc. 
Julio Bango, Secretario Nacional de Cuidados; Mariela Fodde, Dirección 
Nacional Económica Social e Integración Laboral; Lic. Federico Barretto, 


Director del Instituto Nacional de la Juventud; Lic. Malena García, Directora del 
Area de Gestión Humana - Unidad de Información y Comunicación; Dr. 
Gerardo Lorbeer, Director Administrador del Instituto Nacional de Alimentación, 
y Mag. Pablo Mazzini, Director de Uruguay Crece Contigo. ----=-=-==========--------- 
Asisten, asesorando a la Comisión: Por la Contaduría General de la Nación: 
Cra. Noelia D'ASCONZÍ. ===> -- 
Por el Ministerio de Economía y Finanzas: Cr. Carlos Britos y Ec. Ana Inés 


Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto: Cra. Verónica Canto y Soc. 
Alberto Zas. -- oia 
Actúan en Secretaría: Señora Beatriz Méndez y señor Eduardo Sánchez, 
Secretarios, y señoras Sandra Pelayo y Patricia Fabra, Prosecretarias. ----------- 
Abierto el acto, la señora Presidenta le da la bienvenida a la delegación del 
Ministerio de Desarrollo Social, y le cede la palabra a la señora Ministra, quien, 
conjuntamente con otras autoridades del Ministerio, hace una fundamentación 
de los artículos relativos a su Cartera. ---ononcncncnnnnncnnnancncocooococononamam==- 
De lo actuado, se toma versión taquigráfica sin corregir, que consta de 
cuarenta y nueve folios que, debidamente rubricados, pasan a formar parte de 
la presente acta. ---- ona 
Sin más asuntos que considerar y siendo la hora trece y veinte minutos, se 
levanta la reunión. ocn 
Para constancia, se labra la presente, que firman la señora Presidenta de la 
Comisión y los señores Secretarios. ------ == nn--- 


LILIÁN GALÁN 
Presidenta 
BEATRIZ MÉNDEZ - EDUARDO SÁNCHEZ 
Secretarios 


COMISIÓN DE PRESUPUESTOS INTEGRADA CON HACIENDA 
(Sesión del día 8 de agosto de 2018) 
(Asisten autoridades del Ministerio de Desarrollo Social) 


SEÑORA PRESIDENTA (Lilián Galán).- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 22) 


——LLa Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda da la bienvenida a 
la delegación del Ministerio de Desarrollo Social integrada por la ministra, 
licenciada Marina Arismendi; la subsecretaria, profesora Ana Olivera; la 
directora general de Secretaría, economista Graciela Mazzuchi; el secretario 
nacional de Cuidados, sociólogo Julio Bango; la directora del Instituto Nacional 
de las Mujeres, asistente social Mariella Mazzotti; el director nacional de 
Gestión Territorial, señor Mauricio Guarinoni; la directora nacional de 
Protección Integral en Situaciones de Vulneración, señora Eleonora Bianchi; la 
directora nacional de economía social e integración laboral, psicóloga Mariela 
Fodde; el director del Instituto Nacional de la Juventud, licenciado Federico 
Barretto; la directora del Area de Gestión Humana, licenciada Malena García; el 
director del Instituto Nacional de Alimentación, doctor Gerardo Lorbeer, y el 
director de Uruguay Crece Contigo, magíster Pablo Mazzini. 


También damos la bienvenida a la contadora Noelia D'Ascenzi, de la 
Contaduría General de la Nación; al contador Carlos Britos y a la economista 
Ana Inés Arbiza, del Ministerio de Economía y Finanzas, y a la contadora 
Verónica Canto y sociólogo Alberto Zas, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Buenos días para todos. 


Según nos informaron, el método de trabajo de la Comisión consiste en 
comenzar analizando el articulado. Por lo tanto, la directora general de 
Secretaría, economista Graciela Mazzuchi, presentará los artículos. Como 
varios de ellos hacen a ejes de trabajo del Ministerio, luego los directores 
correspondientes ampliarán la información. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El Mides presenta quince artículos. Algunos 
tienen que ver con correcciones de leyes porque cuando fuimos a aplicarlas 
nos dimos cuenta de que necesitábamos que tuvieran pequeños cambios; otros 
son modificaciones de leyes, algunos tienen presupuesto en crédito y otros 
plantean nuevos roles o registros. 


El artículo 219 agrega a los cometidos del Mides establecidos en el 
literal J) del artículo 9* de la Ley N* 17.866 -por la cual se crea-, la regulación, 
promoción, seguimiento y monitoreo de las actividades de las entidades 
estatales que actúan en materia de afrodescendencia y diversidad sexual. Ya 
estaba previsto esto para juventud, mujer, adultos mayores y ahora se agregan 
estas dos poblaciones. El objetivo de este artículo es definir en la ley realizar 
políticas o acciones para estas poblaciones, a fin de no perder la acumulación 
en la materia y consolidar la institucionalidad. 


El artículo 220 corrige un artículo de la ley del presupuesto 2015-2019, 
relativo a la incorporación de pases en comisión. Nosotros teníamos un artículo 
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por el cual incorporábamos pases en comisión con un mínimo de tres años de 
antigúedad. Ese artículo queda tal como estaba en la ley de presupuesto, pero 
con el agregado de la frase "ocuparán cargos vacantes, pudiendo transformar 
las ya existentes". Esa es la modificación. ¿Por qué la hacemos? Porque 
tuvimos inconvenientes cuando fuimos a absorber vacantes ajenas a la 
Administración central. Nuestras vacantes son de ingreso en el grado más bajo 
del escalafón. La gente que viene de secundaria o de magisterio tiene otras 
condiciones que debemos respetar. Nuestras vacantes de ingreso no 
correspondían exactamente con las condiciones que tenían en su organismo 
de origen. Entonces, esto que no plantea ningún crédito extra es simplemente 
para transformar algunas de las vacantes a fin de absorber estos pases en 
comisión sin cambiar las condiciones. 


Lo relativo al artículo 221 también estaba planteado en la Ley de 
Presupuesto. Como saben, el Mides tiene tres artículos de la Ley de 
Presupuesto, que son el 523 a 525, que eran los artículos por los que 
transferíamos créditos para provisoriatos o contratos de trabajo, según 
correspondiera. Lo que pasó es que algunos de estos trabajadores realizan 
horas nocturnas, hay una ley que indica cómo pagarlas y nosotros dejamos 
toda la plata junta. Lo que hacemos con este artículo es lo siguiente: dentro del 
dinero que teníamos para estos contratos que ya se estaban pagando, vamos a 
transferir al objeto de gasto correcto para pagar las horas nocturnas. Capaz 
que este artículo sufre alguna mínima modificación porque faltan algunas 
palabras y no quedó bien redactado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Está claro, por lo que dice el artículo y la 
explicación que se da, que lo que quieren es pagar la nocturnidad de algunas 
personas. ¿Cuántos funcionarios son, qué tarea cumplen y a cuánto 
ascendería el pago que recibirían estos funcionarios? 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En este momento, puedo contestar una de 
las tres preguntas porque no tengo acá los números. 


En cuanto a quiénes son los que hacen trabajo nocturno, básicamente, 
son los equipos de calle del Ministerio, cuyas recorridas van desde la hora 22 a 
la hora 2. 


Tenemos registrado cuántas personas realizan horas nocturnas y cuál 
es el pago. Puedo enviar los datos después. 


Los artículos 222, 223 y 224 están referidos al Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados. 


El artículo 222 incrementa en $ 170.000.000 el presupuesto del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. Como saben, el Sistema de Cuidados, que 
fue creado en 2015 y empezó a funcionar en 2016, ha ido ejecutando los 
distintos programas que tenía. 


En particular, uno de los objetivos de este crédito es continuar con el 
despliegue del programa de asistentes personales. Actualmente, hay más o 
menos 4.500 personas. Seguramente, Julio Bango abunde en esto cuando 
hablemos del Sistema de Cuidados, pero cabe señalar que los asistentes 
personales son para personas menores de veintinueve años y mayores de 
setenta con discapacidad severa. Actualmente, se están pagando 
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4.500 asistentes personales y la idea es aumentar esta cifra, con este 
incremento de crédito, que llegaría a 5.000 personas en 2019. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto a esto, mi pregunta iba en 
el mismo sentido de lo que decía la directora general y quisiera que se ampliara 
un poco más para qué se pide, porque no es poca plata, es mucho dinero. 
Acaban de decir que ya hay 4.500 asistentes personales y, por lo que se dice, 
llegarían a 5.000. No queda muy claro esto, por lo que pediría que se 
especificara un poco más el gasto. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- ¿Cuántos son los usuarios activos en la 
actualidad y cómo se distribuirá ese aumento de presupuesto? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero hacer una consulta. 


En este momento podemos ceder el uso de la palabra al sociólogo Julio 
Bango, director del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, para que 
presente este artículo que sin duda es uno de los de mayor volumen y mayor 
peso desde el punto de vista presupuestal, o seguimos como nos indicó la 
presidenta, presentando todos los artículos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Terminamos con todo el articulado y después 
hacemos la presentación de todos los programas, así se podrán hacer 
preguntas más específicas. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Creo que sería muy prudente que se 
explicara específicamente este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedan poquísimos artículos y como ese es el más 
importante, si a usted le parece bien, terminamos con el resto y después nos 
enfocaremos específicamente en ese, con el sociólogo Bango. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Estoy de acuerdo. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Los artículos 223 y 224 también refieren al 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


El artículo 223 crea el Registro Nacional de Cuidados en la órbita del 
Mides para articular, coordinar, expandir y supervisar los servicios, programas, 
prestaciones y personas físicas y jurídicas alcanzadas por el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados. El objetivo es crear un registro que permita conocer la 
demanda, caracterizar las situaciones de dependencia, monitorear las metas, 
seguir la calidad de los servicios y contribuir a la transparencia de la 
comunicación. Quiere decir que, en definitiva, se apunta a tener una gestión 
mucho más efectiva de este programa y de las políticas públicas. 


Una vez creado este Registro, por el artículo 224 se agrega a las 
competencias del Sistema Nacional Integrado de Cuidados organizar, dirigir y 
supervisar el Registro Nacional de Cuidados. O sea que una vez que el registro 
está creado, se debe poner en funcionamiento. 


El artículo 225 plantea la reducción del sueldo del director Nacional de 
Economía Social e Integración Laboral, que pasará a tener una retribución 
equivalente al resto de los directores nacionales del Mides. Es decir, que 
pasaría a cobrar $ 97.288 a valores de enero de 2018, en lugar de $ 141.403, 
que es lo que actualmente está establecido. ¿Qué pasó con este artículo de la 
ley de presupuesto? Nosotros transformamos un cargo de director de unidad 
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ejecutora en uno de director nacional, es decir que el director de la unidad 
ejecutora quedó como director Nacional de Economía Social, pero en ese 
momento no se ajustaron los créditos. Los directores nacionales del Mides 
tienen todos el mismo sueldo, que es inferior al de director de unidad ejecutora. 
Lo que proponemos con este artículo es poner a todos a escala en el sueldo 
más bajo, que es el que corresponde, y el dinero que sobra de esos créditos lo 
pasamos a un rubro de compensaciones. Cabe aclarar que el cargo aún no 
está ocupado, o sea que nadie cobró más, sino que simplemente lo estamos 
ajustando para cuando ingrese alguien en el futuro. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- ¿Con qué criterio se ubica en el literal c) del 
artículo 9* y no en el literal d) cuya asignación es del 77 %? 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Lo voy a explicar muy rápidamente, porque 
está dentro de mi competencia y después harán uso de la palabra los 
directores. 


La Contaduría General de la Nación nos ayudó a redactar el artículo de 
esta manera, porque mi metier no es escribir los artículos. 


La ley se refiere al artículo tal y sus modificativas. Entonces, tenemos 
que ir avanzando en las modificativas para entender qué pasa. Ese artículo de 
la Ley N* 15.809, establece que el sueldo del director General de Secretaría se 
fijaba en el 85% de la remuneración del subsecretario. En el artículo figuran un 
montón de cargos, entre ellos el director General de Secretaría. Cuando se 
creó el Mides, en el artículo 13 de la Ley N* 17.866 se establecieron los cargos 
creados en el Ministerio que corresponden a las direcciones. Ese artículo dice 
que los directores de Políticas Sociales, de Desarrollo Ciudadano, de 
Evaluación de Programas, etcétera, cobran lo mismo que el director General de 
Secretaría. No obstante, en el artículo 16 de la Ley N* 18.996, de rendición de 
cuentas del año 2011, se fijaron un montón de cargos de los ministerios y de 
otros organismos, en función del sueldo del senador, entre ellos el de ministro, 
subsecretario y director General de Secretaría. Es decir que en ese momento 
se aumentó el sueldo de esos tres cargos en función del de senador, pero el 
artículo también dice que quienes no están nombrados específicamente 
-nuestros directores nacionales no lo están- seguirán ajustándose por el monto 
de antes del aumento. Es decir por el 85 % del subsecretario sin el aumento del 
senador. 


Es difícil seguir todas las leyes, pero es la explicación por que el artículo 
quedó redactado de esta manera. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Supongo que todos los 
legisladores tienen las referidas, si no, las ofrecemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todos tenemos las referidas. 
SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Por eso quedó redactado de esa manera. 


Los artículos 226 y 227 refieren a la Dirección Nacional de Promoción 
Sociocultural. 


El artículo 226 establece como competencias de la Dirección Nacional 
de Promoción Sociocultural en coordinación con otros organismos del Estado, 
la elaboración de planes que promuevan la igualdad de oportunidades teniendo 
como finalidad la no discriminación y garantía de derechos de las poblaciones 
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afrodescendientes, étnico raciales y diversidad sexual. Este artículo tiene el 
objetivo de generar instancias de coordinación para tener una versión integral 
de la promoción de la igualdad de oportunidades para esas poblaciones, de 
manera de potenciar los resultados y trabajar coordinada y articuladamente. 


El artículo 227 dispone la creación de consejos consultivos integrados 
por organismos de la Administración Central, gobiernos departamentales, 
ANEP, Universidad de la República y sociedad civil, para asesorar y 
transversalizar la perspectiva de diversidad sexual, étnico racial y 
afrodescendencia en las políticas públicas. 


Los artículos 228, 229 y 230 plantean modificaciones a la Ley N* 18.240, 
que creó el programa Uruguay Trabaja. 


El artículo 228, que deroga un literal de un artículo de la ley, elimina 
como requisito para inscribirse en el programa Uruguay Trabaja, poseer un 
nivel de escolaridad inferior al tercer año del ciclo básico o equivalente. ¿Cuál 
es el objetivo? Ampliar la posibilidad de inscripción a personas con mayor nivel 
educativo, con largo desempleo y que mantienen las condiciones de 
vulnerabilidad. Esos tres artículos son lecciones aprendidas, porque después 
de diez años de desarrollar el programa Uruguay Trabaja nos dimos cuenta de 
que había pequeños aspectos para ajustar. Por ejemplo, hay personas que 
tienen un nivel educativo formal un poco más alto, pero tienen un desempleo 
de larga duración y condiciones de vulnerabilidad, y con este artículo se les da 
la posibilidad de que se inscriban en el programa; luego, saldrán sorteadas o 
no. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Me gustaría saber qué evaluación se 
hace para llegar a este artículo, porque es preocupante. Todos los días 
decimos que la gente se tiene que preparar y capacitar, pero parece que eso 
no alcanza, porque si no, no habría necesidad de cambiar el límite establecido. 


Me gustaría conocer la opinión que las autoridades tienen sobre este 
asunto, porque me parece mucho más grave que lo que significa el cambio en 
el artículo. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Es el mismo caso que el 
del Sistema de Cuidados. 


Los artículos 228 y 229 están vinculados a la cantidad de meses de 
desocupación o de trabajo no formal; el artículo 230, también está vinculado al 
programa Uruguay Trabaja, y los artículos 231 y 232 tienen que ver con los 
monotributistas. O sea que de una manera u otra están vinculados con la 
pregunta del diputado Lafluf. En ese sentido, la directora Mariela Fodde puede 
explicar ampliamente la pregunta, que es muy interesante e importante porque 
nos da la oportunidad de plantear un asunto sobre el que fuimos aprendiendo 
en estos años. 


Queda un artículo más que es muy importante y tiene que ver con el 
dinero para combatir la violencia basada en género, y con eso terminaríamos. 
En ese sentido, si la presidenta está de acuerdo, para ese asunto haría uso de 
la palabra la directora de Inmujeres. 
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SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Los dos artículos que siguen seguramente 
también generen preguntas en el mismo sentido de la que se acaba de 
formular. 


El artículo 229 modifica el requisito de duración de desempleo para 
inscribirse en el programa Uruguay Trabaja, llevándolo a un período no inferior 
a seis meses o ciento cincuenta jornales al momento de inscribirse. Esto busca 
la flexibilidad, porque antes se requería un desempleo más largo. ¿Qué 
pasaba? Que había trabajadores zafrales o que habían tenido un trabajo muy 
corto que no rompían su círculo de desempleo ni sus condiciones de 
vulnerabilidad. Lo que se les está dando con esto es la posibilidad de 
inscribirse, por ejemplo, a trabajadores zafrales que antes no accedían a este 
programa. 


El artículo 230 establece que al momento de la inscripción del Programa 
Uruguay Trabaja, el Banco de Previsión Social informará en línea de algunas 
condiciones que inhabilitan la inscripción. Por ejemplo, si la persona está en 
actividad, recibe un subsidio por incapacidad o cobra una jubilación es 
incompatible con anotarse en este programa. 


¿Qué estamos proponiendo? Que la inscripción sea en línea. Al día de 
hoy se inscribe en el Mides, después se verifica en el BPS si todos cumplen las 
condiciones o no y, luego, tenemos que buscar a la persona que se inscribió 
para decirle que no le correspondía la inscripción. Con esto, en línea, el BPS 
mira si tiene alguna condición de incompatibilidad, y entonces no generamos 
falsas expectativas. Y en el caso de que existiera un error, la persona tiene 
tiempo de corregirlo antes de que cierren las inscripciones del programa. Esta 
es una mejora en la gestión. 


Como decía la señora ministra, los artículos 231 y 232 son 
modificaciones a la Ley N* 18.874, del año 2011, que es la que crea el 
monotributo social en la órbita del Mides. 


El artículo 231 deroga el impedimento de que un monotributista social 
tenga más de un puesto de venta. En realidad, el objetivo es eliminar una 
limitante injustificada a los monotributistas en un proyecto asociativo ya que si, 
por ejemplo, hubiera dos ferias el mismo día, sería deseable que cada socio 
atendiera un puesto de venta. El monotributista no puede tener dependientes y, 
si está solo, no puede tener los dos puestos. Si uno pretende fomentar 
procesos asociativos, perfectamente podrían atender los dos puestos al mismo 
tiempo, por supuesto, manteniendo la condición de monotributista social. Eso 
significa que en los dos puestos hay un límite de facturación y una situación de 
vulnerabilidad de las personas, para evitar que esta sea una situación de 
privilegio frente a otro tipo de trabajadores 


Este artículo queda igual que antes; simplemente, se agrega que puedan 
tener dos puestos al mismo tiempo. 


En el artículo 232 se elimina la última frase de un artículo de la ley del 
monotributo social. La frase señalaba que el Mides proporcionaba el dinero 
para cobrar las cien primeras facturas para el monotributista. Eliminamos eso 
porque nos dimos cuenta de que, actualmente, ese monto es de $600 y los 
emprendedores lo pueden pagar perfectamente bien. Además, que el Mides 
pague las facturas nos genera unos problemas administrativos y de gestión, 
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porque los monotributistas están en todo el territorio nacional. Entendemos que 
es mucho más engorroso hacerlo que dejar de hacerlo, y creemos que esto no 
va a estar afectado. 


Por último, por el artículo 233 -que es el segundo artículo que tenemos 
con incremento de crédito- se incrementa en $ 80.000.000 el presupuesto para 
políticas contra la violencia hacia las mujeres basadas en género en distintos 
organismos: $25.000.000 para tobilleras en el Ministerio del Interior; 
$ 20.000.000 para subsidios de vivienda que atiendan a estas situaciones en el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; 
$ 30.000.000 para fortalecer la atención a la víctimas de violencia en el interior 
de país, que quedarían en el Ministerio de Desarrollo Social -que es quien 
ejecuta este programa-; y $ 5.000.000 para campañas sobre temas de género 
en la Presidencia de la República. 


El objetivo de este artículo es tener más recursos y mayor cobertura 
para atender estas políticas. 


Esos son nuestros quince artículos. Más allá de responder las 
preguntas, me quedó un deber que después lo envío por escrito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy bien. Lo hacen llegar la Secretaría, que 
después lo distribuye. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Vamos a ir al grano, a contestar las preguntas y, a 
partir de ello, creemos oportuno que esta Comisión esté enterada al más 
mínimo detalle de lo que tiene que ver con la marcha y la evolución de la 
implementación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Ustedes ya tienen en sus despachos el informe anual, que fue entregado 
a la Presidencia de la Asamblea General en el mes de abril, para que tuvieran 
un detalle exhaustivo de la implementación del sistema durante 2017. 


Como ustedes saben -porque lo votaron con el apoyo prácticamente de 
todo el sistema político-, la ley del 18 de noviembre de 2015 establece la 
obligatoriedad por parte del Poder Ejecutivo de enviar a la Asamblea General 
un informe que rinda cuentas de la ejecución anual del sistema. Cumpliendo 
con ese mandato legal, en el mes de abril presentamos el segundo informe; por 
lo tanto, asumo que esa información ya es de vuestro conocimiento. 


Más allá de eso, estamos aquí para ampliar las evoluciones que ha 
habido, ya que el informe era hasta diciembre de 2017; han pasado siete 
meses de este año y las cosas se han movido. Por esta razón vamos a hacer 
entrega de una carpeta con el cierre de la implementación del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados al 30 de junio de 2018. 


Nosotros hacemos un informe mensual actualizado de la marcha del 
sistema. Precisamente, ahora estamos por realizar el informe a julio de este 
año. 

Sabiendo que ustedes trabajan con una voluminosa cantidad de 
papeles, quiero decirles que si ingresan a la página web 
"www.sistemasdecuidados.gub.uy", este informe está a disposición, no 
solamente de las y los señores legisladores, sino también de toda la población. 
Como debe ser norma de una gestión pública transparente, la ciudadanía debe 
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tener la posibilidad de acceder en tiempo y forma a todos los datos para saber 
cómo se usa la plata que es de toda la sociedad. 


Con respecto a la pregunta relacionada con el incremento de 
$ 170.000.000, la primera respuesta es que esa cifra irá destinada en su 
totalidad a financiar la implementación del Programa de Asistentes Personales. 


A los efectos de la corrección en la versión taquigráfica -porque nuestra 
directora general tiene más números que yo en la cabeza-, en este 
oportunidad, este programa va dirigido a personas menores de veintinueve 
años y mayores de ochenta años con dependencia severa. Es decir que están 
en una situación en la que, en función de las patologías asociadas a la edad o 
de algún tipo de discapacidad a cualquier edad, estas personas no tienen la 
posibilidad parcial o total -en este caso, total- de valerse por sí mismas para 
realizar actividades en su vida diaria. Ese es el concepto de dependencia y, en 
particular, el de dependencia severa. 


Como bien decía la directora general, al mes de junio había 4.545 
personas con dependencia severa que ya cuentan con su asistente personal. 
Hay 3.961 asistentes personales que están asistiendo a estas 4.545 personas. 
Hemos hecho la valoración de dependencia ín situ de cada persona que lo ha 
demandado, lo que permite asegurar que hay personas que están para 
concretar la contratación del servicio. 


Quizás esta cifra de 4.545 personas puede decir mucho o poco; todo 
depende de la información de contexto que los legisladores tengan. Lo primero 
que debemos hacer es dimensionar la gestión para llegar a estas 4.545 
personas al 30 de junio, y hacerlo con relación a la población que tiene 
dependencia severa. En la asignación presupuestal de 2015 y posteriormente, 
en la rendición de cuentas de 2016, este Parlamento, que tiene la tarea de 
reasignar los recursos escasos en función de una multiplicidad de demandas 
que genera la sociedad, se planteaba que, en su inicio, el Sistema Nacional de 
Cuidados iba a tener importantes porcentajes de subejecución, en la medida en 
que se estaban montando los servicios. Eso daba mérito a hacer las 
reasignaciones correspondientes en otros sectores del presupuesto nacional 
que ya se estaban ejecutando a pleno. 


En esa oportunidad, dijimos que en dos años íbamos a tener la 
capacidad de gestión instalada para ejecutar las metas que el presupuesto 
había establecido en 2015. Dos años después, ratificamos dicha afirmación: el 
Sistema Nacional de Cuidados tiene las capacidades instaladas para gestionar 
el ingreso de los asistentes personales que están hoy y de quienes pudieran 
venir, obviamente, con la restricción presupuestal que establezcan los señores 
diputados; como ya he dicho, las demandas de la sociedad son múltiples y 
ustedes, con la mayor sabiduría colectiva posible, tendrán que hacer el 
ejercicio de asignar el presupuesto. Con esa cifra llegamos, aproximadamente, 
al 22% de la población con dependencia severa; de 0% al 22% en dos años. 


No quiero caer en el autoelogio, pero nos genera satisfacción el 
tremendo el esfuerzo que ha realizado el equipo del Sistema Nacional de 
Cuidados; aquí no solo incluyo a las compañeras y compañeros de la 
Secretaría Nacional de Cuidados del Ministerio de Desarrollo Social, sino 
también a los del Banco de Previsión Social, que es un socio esencial en la 
ejecución de este programa. 
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Tenemos toda la capacidad instalada y podremos avanzar de acuerdo 
con los recursos presupuestales que se nos asignen. Es muy difícil afirmar que 
vamos a llegar a atender a cinco mil o seis mil personas, pero no es por falta de 
previsión en el análisis, sino por la forma como evolucionen los subsidios. 


Ustedes saben que la asignación del asistente personal es 
independiente de los ingresos de las personas; basta con que una persona 
tenga dependencia severa, ochenta años de edad -o más- o menos de treinta 
años. Luego, se consideran los ingresos. De acuerdo con un esquema de 
financiamiento solidario, si la persona requiere el 100 % del subsidio, se lo 
otorga, pero a veces puede pagar una pequeña cuota del 66 % o el 33 %. Este 
aporte no redundará en un ahorro para el Sistema Nacional de Cuidados, sino 
que se destinará a cubrir la cuota de otra persona para que también pueda 
avanzar en la provisión del servicio. Entonces, se atenderían a algo más de 
cinco mil personas en la hipótesis de que todas recibieran el 100% del subsidio. 


¿Cómo se comporta hoy el esquema de financiamiento solidario? El 
85,1 % del total de personas que tienen asistente personal recibe el 100 % del 
subsidio, el 12,7 % recibe el 66 %, y el 2,1 % tiene el 33 % del subsidio, es 
decir, se hacen cargo del pago de dos tercios de la cuota parte por la 
prestación del asistente personal. Por lo tanto, la ecuación final estará en 
función de cómo se muevan estos porcentajes de subsidio. 


Siempre digo que los números absolutos son importantes, pero hay que 
observarlos en base a la meta y el porcentaje de la población a la que se llega. 
Estimo que con los recursos que el Parlamento asigne -con un incremento de 
$ 170.000.000 a los recursos que ya se tienen-, dependiendo de cómo se 
comporten las franjas de subsidio, para el final de la gestión, en el año 2020, 
abarcaremos a entre cinco mil y seis mil personas. Esto significaría que el 
Sistema Nacional de Cuidados pasará a cubrir, aproximadamente, entre el 
22 % y el 25 % de la población con dependencia severa, es decir, a una de 
cada cuatro personas en algo más de tres años de gestión real; si no recuerdo 
mal, el decreto que crea el programa de asistentes personales es de 26 de abril 
de 2016. 


Este es un logro muy importante del Gobierno, que ha tenido la voluntad 
política de desarrollar el Sistema Nacional de Cuidados en su conjunto -y este 
programa en particular-, y del Parlamento nacional, que ha definido los 
ingresos para el desarrollo de este programa. Los señores diputados pueden 
estar tranquilos de que la ejecución de este programa ha sido y será el 100 % 
de los recursos asignados. Los costos asociados a la gestión de este programa 
son mínimos. Podemos decir que entre el 96 % y el 98 % de los recursos que 
los señores diputados destinarán -$ 170.000.000 junto a lo asignado para 2018, 
es decir, $632.900.000-, en particular para el programa de asistentes 
personales, en su totalidad serán dirigidos a la población con dependencia 
severa. 


El centro de costos del Sistema no supera el 4 % o 5 % de todos los 
programas que ejecuta el Ministerio de Desarrollo Social. Todo lo demás va 
directamente a los beneficiarios de las distintas acciones del sistema, no solo 
los asistentes personales, sino también la teleasistencia, los centros de día, las 
becas de inclusión socioeducativas, las iniciativas locales de cuidados y las 
iniciativas de corresponsabilidad de género, que hacen al Inciso 15. 
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Queremos agregar los jardines para niñas y niños de tres años de edad 
en la ANEP y la creación de CAIF a través del INAU. Nosotros disponemos de 
todos los datos, más allá de que la ANEP y el INAU ya los han dado. Tenemos 
a disposición de los señores diputados la ejecución de 2017 y las que se 
proyectan para 2018, 2019 y 2020: lugar por lugar, dónde se harán los CAIF y 
cuántos niños atenderán. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- El señor Bango dijo que a junio de 2018 
hay 4.550 personas, 3.900 cuidadores y que eso significa el 22 % de la 
población con dependencia severa. Después se dijo que se iba a llegar a 22 % 
en 2020. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Yo dije entre 22 % y 25 %. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Entonces, estas 4.550 personas no son 
el 22 % de la población con dependencia severa, sino que se va a llegar a esa 
cantidad en 2020. 


Quisiera saber si el resto de esas personas se atiende en otras 
organizaciones que están vinculadas a este tema. 


No se puede asegurar si van a ser 5.000 o 6.000 los cuidadores a 
contratar con estos $ 170.000.000 más de lo que ustedes ya tienen de 
presupuesto. Sería bueno saber en concreto qué cantidad de gente se va a 
contratar, porque si no, nunca va a tener límite y se va a seguir agregando 
gente. 


Específicamente, quiero saber qué otras organizaciones están 
trabajando con personas con dependencia severa. Sabemos que son 
situaciones muy graves. Si el Sistema Nacional de Cuidados atiende solamente 
al 22 %, ¿qué está pasando con el resto? 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Me gustaría saber qué requisitos se exige a 
esos 3.900 cuidadores de los que estamos hablando. ¿Por qué vías pueden 
inscribirse en el interior los postulantes a cuidadores personales? ¿Qué 
mecanismos de control existen del cumplimiento de las tareas de los asistentes 
personales que han sido contratados? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Una de las preguntas que iba a formular la 
acaba de realizar la señora diputada Gloria Rodríguez, que tenía que ver, 
precisamente, con el contralor, con la supervisión de los asistentes personales. 


También quiero saber cómo están distribuidos los asistentes personales 
en todo el país. Si hubiera una estadística departamento por departamento, 
sería bueno conocerla para saber a cuántas personas asisten. 


¿Cuánto cobran y qué horario realizan los asistentes personales? Es 
decir, si tienen un horario flexible o es de corrido. En el caso de la atención a 
una persona con dependencia severa, me gustaría saber si tienen un horario 
acotado de asistencia. También querría saber si una persona puede contar con 
varios asistentes personales para cubrir mayor cantidad de horas en el día, o si 
un solo asistente personal cubre un horario. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero aclarar dos cosas. 


La primera -que debí haberla dicho al principio, y pido disculpas por eso- 
está planteada en las preguntas que están haciendo los legisladores. 
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Como parte del Poder Ejecutivo estuvimos en la elaboración de esta 
rendición de cuentas y en el debate de cómo se asignaban los recursos a cada 
uno de los incisos, de las reparticiones y programas. Por lo tanto, quiero dejar 
establecido en la versión taquigráfica que nosotros compartimos absolutamente 
la presentación que ha hecho el Poder Ejecutivo con respecto a esta rendición 
de cuentas, a la distribución y redistribución de los recursos. Quiero dejar esto 
establecido plenamente porque fue un trabajo muy arduo, en el que buscar 
recursos de un lado y de otro para cubrir las demandas que recibimos no fue 
sencillo. Obviamente, cada uno de nosotros tiene puesto su corazón, sus 
ganas y fuerzas en algún aspecto, pero este ha sido un trabajo colectivo que 
respaldamos cien por ciento. 


Obviamente, si tenemos más recursos, gastamos más; si hay más 
posibilidades, gastamos más. Pero quiero dejar sentado esto. 


En segundo lugar, quiero señalar lo siguiente. Ya vamos por la tercera 
presentación del Sistema Nacional de Cuidados, pero creo que no se entiende 
qué es un asistente personal. Cuando el sociólogo Julio Bango habla de un 
programa de asistentes personales, se refiere a un programa dentro de un 
sistema. Cuando no mencionamos, o lo hacemos al pasar -como lo hizo el 
director Julio Bango-, a los niños y niñas de cero a tres que hoy están tanto en 
los centros Caif, en casas asistidas o en clases de tres años en ANEP, 
partimos de la base de que el INAU y la ANEP ya presentaron estos datos. 


Los datos que trajimos son más actuales que los que figuran en la 
presentación. Si ustedes comparan los números de primera infancia, de cero a 
tres años, podrán apreciar que a finales de 2017 eran 9.583, y hoy son 12.500. 
Con esto estamos diciendo que desde diciembre de 2017 a agosto, ya hemos 
aumentado la atención en niños y niñas. Quiero aclarar esto porque muchas 
veces se entiende que el Sistema Nacional de Cuidados atiende 
exclusivamente a las personas con dependencia. El director Julio Bango 
resaltaba el trabajo del Banco de Previsión Social, pero también debemos 
considerar el realizado por INAU y ANEP. 


Yo soy maestra y durante muchos años tuve primer año, y puedo decir 
que la diferencia que existe entre un niño que entraba a primer año y no había 
estado en jardinera y un niño de hoy -en que los niveles cuatro y cinco años 
son obligatorios y el nivel tres es universal- es muy grande. La diferencia 
motriz, en estimulación, apoyo, desarrollo cognitivo, psicomotricidad, lenguaje, 
vínculos sociales, trabajo en violencia es enorme. Hay un cambio absoluto. 


Esto es generador de empleo. Nosotros necesitamos nuevas personas 
capacitadas que estén en los CAIF, en jardinera o en tres años, en las casas 
comunitarias de cuidados, en los centros de día, y asistentes personales. Esto 
significa miles y miles de puestos de trabajo con capacitación. Se trata de 
carreras nuevas que surgieron. 


Esto parecería obvio, pero me doy cuenta por las preguntas que no está 
de más insistir. Yo estuve donde están ustedes sentados y sé lo que es esta 
montaña de información. El conjunto del Estado es muy complejo. Por lo tanto, 
me parece que es bueno insistir para clarificar. 


Nosotros hablamos del cuidado como un derecho. Es la primera vez que 
el Estado uruguayo, a partir de 2015, cuando ustedes votaron la ley, reconoce 
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el cuidado como un derecho. Varios de los achaca presentes podríamos contar 
la historia de lo que implica una persona mayor en el hogar -en mi caso, mi 
mamá, que lamentablemente ya falleció- que es dependiente, que no se puede 
valer por sí misma, que usa pañales, que no puede levantarse para comer ni 
para ir al baño, que no puede ir al médico sola, con problemas para 
comunicarse y, por lo tanto, tienen como cuidadoras, en la mayoría de los 
casos, a mujeres, adolescentes o incluso niñas. O sea que esto también 
conlleva un impacto cultural muy grande, porque facilita que muchas mujeres 
puedan volcarse al mundo del trabajo. Esto también sucede en el caso de las 
adolescentes, porque ya tenemos centros de cuidados en liceos para que 
puedan terminar la secundaria. El señor diputado Lafluf hacía una pregunta 
vinculada con el programa Uruguay Trabaja y, precisamente, una de las cosas 
aprendidas a partir de esa experiencia es que si esas muchachas tienen donde 
dejar a su bebé o a su niño pequeño, pueden terminar la secundaria o ir a 
trabajar; si no, no pueden hacerlo. Lo mismo pasa con quienes cuidan a 
personas con discapacidad o dependencia severa. 


Por otra parte, los números cambian, fundamentalmente, por dos 
razones: porque la gente se muere o porque se accidenta. Esto último es 
gravísimo en los jóvenes. En la franja de cero a veintinueve años existe un 
impacto muy grande de la siniestralidad, y un muchacho o una muchacha pasa 
de ser totalmente válido -estudiante, trabajador o lo que sea- a ser dependiente 
y no poder valerse por sí mismo por el resto de sus días. 


Como siempre dice el sociólogo Bango, los límites de cero a veintinueve 
y de ochenta en adelante son presupuestales. Se supone que en el próximo 
gobierno llegaremos a juntar esas dos franjas y que de cero años hasta la 
muerte habrá la posibilidad de acceder a un asistente personal capacitado, 
formado para esto. Después responderemos las preguntas de la señora 
diputada Gloria Rodríguez al respecto. 


Es la primera vez que esto es objeto de una política pública. Existían y 
existen personas que cuidan, a las que se les paga, que forman parte del 
personal doméstico. Existen lugares -en algunos casos, buenos y, en otros, 
horribles- donde se deja a la gente cuando sufren una discapacidad severa, 
desde bebés. Existe la vecina o el familiar que cuida. Ahora, esta es la primera 
vez que contamos con una política pública que considera el cuidado como un 
derecho y elabora políticas dirigidas a todos. Los niños y las niñas son 
dependientes; es decir, además de manifestado desde el punto de vista de su 
desarrollo y de lo que eso implica, son dependientes. Uno no los puede dejar 
solos y que se cambien los pañales o tomen la mamadera, etcétera, porque se 
tiene que ir a trabajar, aunque muchas veces sucede, lamentablemente, que el 
Estado no logra alcanzar estas situaciones con las becas en lugares privados, 
los CAIF o centros similares y las clases de tres años. 


Quería aclarar esto para volver a enmarcar -nunca está de más en 
medio de este fárrago de información- el sistema y no solamente dar respuesta 
sobre los artículos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Es muy interesante la presentación que nos 
acaba de hacer la señora ministra. 


Me gustaría, si fuese posible, que nos desglosaran el monto de 
asistencia del Sistema, programa por programa. Mi intención es conocer la 
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magnitud de los dineros que se destinan a los programas que integran el Plan 
Nacional de Cuidados. Además, quisiera saber cuáles de ellos son 
continuación de políticas que ya existían -los CAIF existen desde 1988- y 
cuántos son novedosos. 


El segundo dato que me interesa conocer es el siguiente. Con motivo del 
presupuesto nacional, la señora ministra y su equipo hicieron una presentación 
de los objetivos que se pensaban alcanzar con la aplicación del nuevo Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. En aquel momento, pensaban en una 
inversión que, producto de la realidad que luego el país fue tomando en materia 
económica, no se pudo concretar. Me gustaría conocer los montos que se 
pudieron cumplir de aquel objetivo que se planteó al inicio de la actual 
Administración. 


El tercer elemento refiere al programa de asistencia a que hacía 
referencia la señora ministra. ¿Por qué todos ponemos énfasis en esto? 
Porque lo consideramos relevante. Realmente, nos parece innovador, y 
muchos de nosotros conocemos gente que está en la difícil situación de tener 
un pariente con discapacidad severa. A este respecto, me gustaría saber cómo 
se procede con una situación que he puesto en conocimiento del director 
Bango y él ha actuado muy eficazmente. Me refiero a algo que no está del todo 
solucionado -al menos desde el punto de vista en que uno percibe- y es la 
relación contractual entre el cuidador, el Ministerio de Desarrollo Social y la 
población objetivo. Se está dando una situación muy compleja que parte de la 
vulnerabilidad en la que se encuentra la población objetivo cuando una política 
bien intencionada es mal utilizada por el trabajador. A su vez, me ponían en 
conocimiento de situaciones al revés: la familia se pone de acuerdo con el 
cuidador para declarar equis cantidad de horas de atención y el Estado paga 
por eso. La casuística debe ser muy grande, pero me gustaría conocer qué 
controles y medidas se están implementando o se piensan implementar a la 
brevedad, porque se trata de fondos públicos y de un delito, cualquiera sea la 
causa. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me sumo a lo dicho por el señor diputado 
Penadés en cuanto a la relación entre el cuidado y el cuidador. ¿Qué pasa con 
la empresa cuando termina el vínculo y quién se hace cargo de los despidos y 
las liquidaciones correspondientes? ¿Quién es responsable de la empresa 
cuando el cuidado es un menor? ¿Quién es responsable frente al BPS? 


También me gustaría saber cuál es el tipo de empresa que se debe abrir 
para mantener el vínculo, si monotributista o unipersonal, común. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Un tema que he planteado todos los 
años es el relativo al trabajo del Sistema Nacional Integrado de Cuidados en 
apoyo a las organizaciones de la sociedad civil, que son miles -centenares, por 
lo menos-, muchísimas de las cuales vienen en estos cuarenta y cinco días de 
la rendición de cuentas a plantear sus necesidades. Para el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados serían un brazo ejecutor tremendo, y las ayudarían con 
muy poca plata, porque ya tienen una organización, ya tienen una población, y 
la mayoría de las veces terminan pagando a los profesionales con sus aportes, 
mediante alguna colecta o venta los fines de semana. Me gustaría saber el 
número concreto de organizaciones de este tipo, cómo las eligen y cómo están 
trabajando. 
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También me preocupa que hay mil hogares de ancianos, de los cuales 
solamente dieciocho están habilitados. No sé a quién le corresponde este tema 
-en virtud de que el país se ha dividido en trescientos mil pedacitos-, pero para 
el Sistema Nacional Integrado de Cuidados debería ser una preocupación, por 
lo menos, saber en qué situación están. No lo digo para salir a cerrarlos, 
porque los cierran y la gente se muere en la calle, pero sí para ver de qué 
forma se puede ayudar a que logren la habilitación -vamos a ser prácticos y no 
pedir la habilitación de Bomberos, porque demora años o no la van a lograr 
nunca- con las condiciones mínimas para que no siga saliendo en la prensa 
esa información y para que no pase otra vez que mueren adultos mayores, lo 
que sí generaría una conmoción. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Es de conocimiento que existen 
organizaciones civiles que brindan asistencia a personas que están en 
situación de dependencia, muchas de las cuales están solas, sin nadie que se 
ocupe de ellas. 


¿Existe algún formato de contrato para esas organizaciones civiles o 
solamente se contrata a la persona? 


(Ocupa la presidencia el señor representante Sebastián Andújar) 


SEÑOR BANGO (Julio).- Agradezco las preguntas porque revelan un interés 
de la Comisión -¡y ojalá del Parlamento todo!- por conocer al detalle esta 
política pública realmente revolucionaria -no cometo ningún exceso si digo 
esto- por sus consecuencias para el bienestar de la población, ahora y en el 
futuro, sobre todo por sus repercusiones en el Uruguay que estamos intentando 
construir para el 2040 o 2050. Más tarde, si tuviera tiempo, me gustaría hacer 
algún comentario al respecto. 


Voy a responder las preguntas y luego haré algunas consideraciones 
que -junto con las de la señora ministra- ayudarán a situar la complejidad del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados y todo lo que se está implementando. 


Con relación a los asistentes personales, los mecanismos de control, la 
supervisión, los requisitos, los costos, la distribución por departamento y los 
horarios, la situación es la siguiente. Una persona que quiera ser asistente 
personal en el Uruguay, y avalada por el Sistema de Cuidados, debe tener 
dieciocho años de edad, como mínimo, y primaria completa. Además, debe 
pasar por la formación básica de 152 horas que el Sistema otorga. 


¿Cómo se construyó esa currícula? Una vez creado el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, durante el año 2015, junto con la ANEP, el INAU, los 
ministerios de Salud Pública, de Trabajo y Seguridad Social y de Educación y 
Cultura, y el BPS organizamos la currícula -no existía en el Uruguay un 
programa, sino cursos de formación de treinta horas que brindaban 
organizaciones sociales-, que fue avalada y certificada por el Consejo de UTU. 
Quiere decir que las personas que tienen esta formación inicial para la atención 
de personas en situación de dependencia -no son solo asistentes personales; 
una persona que trabaja en un residencial hace el mismo curso-, luego pueden 
ejercer ese rol profesional de cuidadores como asistentes personales en un 
residencial o en un centro de día, es decir que se les abren determinados 
rubros ocupacionales. 
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Aprovecho para informar que el Sistema de Cuidados ha generado entre 
cinco mil y seis mil puestos de trabajo -no tengo el dato exacto, pero diría que 
la cifra es más cercana a los seis mil-, desde marzo 2015 a junio de 2018, en 
un momento en que existen dificultades para la generación de empleos. 


Obviamente, hubo que instalar la política de formación, porque no 
existía. ¿Cómo hace una persona que quiere trabajar como asistente personal? 
Si cumple los requisitos de ser mayor de dieciocho años de edad y tener 
primaria completa, debe llamar al 0800 1811, desde cualquier punto del país, 
de lunes a viernes, de la hora 10 a la hora 16, y hacer la solicitud; ese número 
corresponde al Portal de Cuidados, que está en la Secretaría Nacional de 
Cuidados del Ministerio de Desarrollo Social. Luego, con base en las 
prioridades que nosotros trazamos -sabemos que hoy conviven asistentes que 
trabajan, pero que todavía no están formados. Como nuestra idea no es 
quitarles su trabajo, son nuestra prioridad: los queremos formar primero, en la 
medida en que abran los cursos de formación-, se remite la lista de personas, 
de todo el país, al Inefop. De esa manera, vamos construyendo el piso de 
calidad que este programa requiere. 


Entonces, el Inefop crea los cursos y llama a concurso a las llamadas 
ECA, que son las entidades de capacitación privadas que realizan los cursos 
en cada lugar, en función de la demanda. Finalmente, las personas deben 
aprobar el curso para quedar registradas, tanto en el BPS como en el registro 
de cuidados -esto tiene que ver con uno de los artículos que estamos 
proponiendo-, y esa será la constancia de que están debidamente habilitadas. 


Cuando un usuario hace el trámite porque quiere tener un cuidador y 
cumple con todo el proceso -es decir, se determina que le corresponde el 
asistente personal y que tiene determinado nivel de subsidio-, se le da una lista 
de los asistentes personales habilitados que viven en su entorno, en su barrio o 
en su localidad -si es en el interior- para que sepa a quién apelar. Muchas 
veces la gente ya conoce a una persona a la que tiene confianza, y opta por 
ella, pero si no sabe a quién recurrir, nosotros le proporcionamos una lista para 
que elija. 


Por otra parte, alguien planteó cuál era la relación entre el usuario, el 
Mides y el asistente personal. Este tema es muy importante. 


El Mides no forma parte de la relación laboral que se contrae. Esa es 
una relación laboral privada. No hay cuidadores del Estado. No hay 
funcionarios que cuiden ni funcionarios del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados que cuiden. 


Por tanto, el mecanismo que se utiliza hoy en día es el siguiente: 
nosotros tomamos la demanda de las personas que necesitan cuidado y la 
oferta de la gente que se quiere formar. Por un lado, capacitamos a los 
cuidadores y los habilitamos y, por otro, damos a quien va a ser cuidado la 
posibilidad de que conozca a los habilitados. Luego, la gente, bajo su entera 
decisión y responsabilidad, contrata a la persona que le parece más 
conveniente. 


¿Cómo es la distribución por departamento? El diputado Rodríguez hizo 
esta pregunta, pero, después, me hizo señas de que encontró esa información 
en el material que entregamos. En esa carpeta no solo está la distribución por 
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departamento de la cantidad de usuarios, sino también la distribución por 
edades. Allí podrán observar lo que decía la señora ministra respecto a que 
hay una importante cantidad de personas menores de veintinueve años que 
tienen asistente personal. Eso se relaciona no solo con discapacidades 
congénitas, sino también con las secuelas de los accidentes, que hacen que 
las personas tenga dependencia total o severa y necesiten a alguien que la 
cuide. Si bien la población de mayores de ochenta años va creciendo, tenemos 
un alto número de niños en esas condiciones. Por ejemplo, al 30 de junio, 
teníamos 25 niños de cero a dos años; 316 niños de entre tres y cinco años; 
970 niños de entre seis y doce años; 409 adolescentes de trece a diecisiete 
años y 572 jóvenes de entre dieciocho y veintinueve años. Es decir que en 
4.545 es considerable el peso -nada menor- de los menores de veintinueve 
años que acuden al servicio de asistentes personales. 


¿Cuáles son las supervisiones y los controles que realizamos? Por un 
lado, tenemos encuentros regionales sistemáticos y periódicos con los 
asistentes y las asistentes personales -la enorme mayoría son mujeres- que 
están trabajando, de modo de ir supervisando la práctica y generando espacios 
en los que ellos y ellas puedan intercambiar los distintos problemas que 
enfrentan en la prestación de los servicios. En esos espacios también 
escuchamos alternativas para mejorar los servicios, así como planteamientos 
sobre cuestiones que no son consideradas y que muchas veces incorporamos. 


Por otro lado, a través de la línea 0800 1811 recibimos quejas, 
denuncias o reclamos. A ese número puede llamar tanto un asistente personal 
que quiere hacer un reclamo, porque, por ejemplo, no le están pagando, como 
una persona que es cuidada o su familia, que quiere denunciar un problema de 
maltrato del cuidador. Cuando las quejas, denuncias o reclamos son laborales, 
como corresponde con la legislación en la materia imperante en el país, se 
procesan a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; en esto no 
podemos innovar. En todos los otros aspectos, ya sea vinculares, de trato o de 
cualquier problema que se genere, nosotros somos los que tomamos cartas en 
el asunto. 


Ahora voy a referirme a la formación. 


¿Cuáles son los problemas que se nos plantearon a medida que hemos 
ido construyendo el Sistema para dar satisfacción a la demanda de formación 
en los distintos departamentos? Nos ha sucedido que, por ejemplo, en 
Maldonado o San José no había entidades de capacitación. Estaba la demanda 
de gente que se quería formar, pero no teníamos las condiciones para 
satisfacerla: contando con los recursos para formar a esas personas, no había 
entidades que pudieran dar esa formación. ¿Cómo hemos tratado de resolver 
este problema? Lo vamos resolviendo con el desarrollo de acciones de difusión 
para que las entidades de capacitación se enganchen con la propuesta de 
formar en materia del cuidado de la dependencia. También hemos realizado un 
convenio con la UTU -en estos momentos está instalada en cinco o seis 
departamentos- para que, en aquellos lugares donde no existen entidades de 
capacitación privadas, la institución pueda brindar los cursos. Hay que ver que 
esto supone todo un trabajo de construcción y de diseño por parte de la UTU, 
que no se hace de un día para el otro. Sin embargo, desde el 5 de marzo de 
este año, en cinco departamentos ya están funcionando en UTU los cursos 
para asistentes personales; se dictan en lugares donde no había entidades de 
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capacitación. Nuestra idea es generalizar esta tarea desde la UTU, para que 
asegurar la formación desde el sector público. Es más: estamos pensando que, 
en el futuro, este curso sea incluido como una carrera en el bachillerato de la 
UTU. Estamos trabajando en esa dirección, con los problemas lógicos que 
derivan de arrancar de cero la implementación de este tipo de acciones, que 
-como ustedes han dicho- son muy relevantes. 


Por otra parte, el horario del asistente personal es de ochenta horas 
mensuales. Eso da un promedio de cuatro horas diarias, de lunes a viernes, 
durante cinco días a la semana. 


En el sitio web del Sistema Nacional Integrado de Cuidados pueden ver 
y analizar el contrato tipo que se firma, no con el Ministerio, sino entre la 
persona cuidada y el cuidador. De hecho, el PIT-CNT lo está analizando y 
proponiendo mejoras; así que son bienvenidas las observaciones y 
sugerencias que se puedan hacer. 


En ese contrato, el horario lo fija el cuidador, en acuerdo con la persona 
que va a ser cuidada. Por ejemplo, si se trata de una persona con dependencia 
severa de trece años que va a la escuela, al liceo o UTU, seguramente, se 
priorizará el servicio de lunes a viernes. Si se trata de un veterano o de una 
veterana que quiere salir a la plaza o que el asistente personal lo lleve a la 
mutualista porque tiene cita con el médico o precisa levantar los remedios, el 
horario se acordará en ese sentido. Entonces, aquí se acuerda, como se hace 
en todo contrato de trabajo: entre el empleador y el empleado. 


Me apresuro a decir que no se debe confundir las empresas de servicios 
de acompañante con las empresas de asistentes personales. Al día de hoy, 
esas empresas no se han metido en la provisión de servicios de asistentes 
personal. Una cosa son los servicios de acompañantes en hospital o en 
sanatorio; hay muchos en el mercado. Por tanto, es la persona la que debe 
asumir los costos frente al BPS, etcétera, tal como se hace cuando se contrata 
personal de servicio doméstico. 


Engancho esto con los costos. Voy a dar los montos. 


Como ustedes saben, el decreto que crea el Programa de Asistentes 
Personales fija en 4,6 BPC mensuales del 100 % del subsidio la transferencia 
al cuidador. ¿Cómo es el mecanismo? Si yo voy a ser cuidado por un asistente 
personal, debe ceder ante el BPS los derechos de cobro del subsidio. Luego, el 
BPS paga directamente al asistente personal el porcentaje de subsidio que 
corresponda: el 100 %, el 66 % o 33 %. Fijamos ese mecanismo para asegurar 
que el subsidio se direccione efectivamente a la persona que trabaja y, 
eventualmente, no quede en manos de la persona que es cuidada el disponer 
de esa plata para otras cosas. Entonces, ¿cuál es el costo? 4,6 BPC que son 
$ 17.701, que incluyen el salario, la cuota parte del aguinaldo, la cuota parte del 
salario vacacional y las cargas sociales, que también se subsidian. 


Si sacamos la cuota parte de aguinaldo y el salario vacacional, para que 
ustedes puedan hacer la comparación, en el caso de un 100 % de subsidio, 
esto vendría a representar un salario por cuatro horas -o sea, ochenta horas 
mensuales-, de $ 13.663 nominales. 


Entonces, el costo anual de un asistente personal -si bien no me lo 
preguntaron, ya lo digo para tener una dimensión de cuánto estamos pagando 
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con este programa- es de $ 159.160. Ese es el costo por un asistente personal, 
al día de hoy, en base a los valores de la BPC. 


Además, quiero decir que el 19 de marzo, el Poder Ejecutivo, a través 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, emitió un decreto que define un 
salario nominal para los asistentes personales que están dentro del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados que, si lo calculamos a ochenta horas 
mensuales para equiparar, sería de $ 8.320. 


Esos son los datos con respecto a las erogaciones y la inversión que el 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados realiza en el programa de asistentes 
personales. 


En cuanto a la relación que el señor diputado Penadés planteaba, entre 
el Ministerio, el usuario y el cuidador, quiero decir que el Mides no interviene en 
la relación contractual; su participación es la que ya establecí. 


Cuando se termina el vínculo laboral, como en cualquier vínculo laboral 
privado, se tiene que hacer cargo del despido la persona responsable de ese 
vínculo laboral. No se puede innovar en materia de lo que es la legislación 
laboral para todo el sector privado en el Uruguay. En este programa, como en 
cualquier otro en el que existen relaciones laborales privadas, estas personas 
están sometidas a la legislación laboral vigente. Obviamente, no puede haber 
innovación en esta materia. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Agradecemos que estén aquí, brindando todas las 
informaciones. 


Sobre el cese de la relación laboral, el contrato que está disponible y se 
puede ver, seguramente, tiene la opción de contrato a término, como todos los 
demás contratos en legislación laboral. Si es un contrato a término, por única 
vez, puede tener la cláusula de que no habrá indemnización una vez que llegue 
el plazo allí establecido. Si hay renovación del contrato, sí implicaría -tal como 
lo dice el régimen laboral general- la obligación del pago del despido. En 
definitiva, si es un contrato a término, al no haber renovación, no hay obligación 
de pago de despido. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Reitero que no hay innovación en las definiciones 
contractuales con respecto a lo que es el régimen laboral vigente. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- A mí me quedan serias dudas de que en una 
relación en la que el Estado termina abonando el salario, no tenga una cuota 
parte de responsabilidad. Entiendo que por lo novedoso da para varias 
interpretaciones. No creo que la relación sea entre privados, porque quien 
termina haciendo el pago de la erogación es el Estado y no un privado. En ese 
sentido, por lo menos, en el futuro deberemos pensar esto. 


Creo que hay una debilidad en la relación contractual; hay una debilidad 
en la fiscalización y hay una debilidad en la relación entre el trabajador y el 
beneficiario del sistema, porque estamos hablando de personas en un contexto 
sociocultural determinado. Imagino que generalmente, quienes se deben 
beneficiar con ese servicio no serán... La ministta mueve la cabeza 
negativamente. Si yo fuera ministro de Desarrollo Social priorizaría a personas 
que no puedan pagarse un cuidador por sí mismos, pero parecería que el 
Estado pagaría todo; está bien. 
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Si son personas que muchas veces desconocen esa situación, hay un 
grado de interdependencia y de interrelación complejo y en ese sentido habría 
que trabajar. Porque está bien, no se debe innovar, pero también es cierto que 
ahí hay una relación ahí que está generando problemas, porque hay de todo en 
la viña del Señor. Imagino que la preocupación final y última debe ser proteger 
a la persona que está en una situación de dependencia que es, en definitiva, el 
beneficiario del servicio. Ahora bien, si esa persona o esa familia se ve ante 
una situación en verdad complicada, porque por incumplimiento de los servicios 
debe despedir a una persona y hacer frente a todos los pagos que implica el 
despido -dado que, quizás, económicamente no pueda encararlo-, me parece 
que deberíamos ir por el camino de lo que planteaba el diputado Asti, es decir, 
contratos a término. También puede pasar al revés; no parto de la premisa de 
que la situación se dé a partir de una mala actitud del prestador del servicio, 
pero me parece que el Estado debería pensar de qué manera controlar la 
eficiencia y eficacia de los fondos. 


También me interesaría saber a cuánto asciende el total del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Hay aspectos que no me quedan claros. 
Primero, si existen problemas laborales que se laudan en el Ministerio de 
Trabajo, ¿quién se hace responsable? 


Segundo, tampoco me queda claro lo siguiente. Cuando el vínculo 
finaliza, si es una persona que ha sido subsidiada por el Ministerio, ¿por qué no 
tiene que seguir siendo subsidiada en la finalización del vínculo laboral? Se 
podrá entender como lógico que las personas acceden a este sistema debido a 
que no tienen capacidad económica para pagarlo de forma particular. 
Entonces, ¿cómo van a tener capacidad económica para terminar con un 
vínculo laboral cuando el despido puede exceder la capacidad de cualquier 
persona que acceda a este tipo de servicios? 


La última pregunta es la siguiente. Cuando una persona cede los 
derechos de cobro de algo es porque también tiene un vínculo con alguien para 
acceder a ese cobro. No puedo ceder lo que no tengo o lo que legalmente no 
puedo tener. ¿Cuál es el vínculo entre el cuidado y el Mides para acceder a ese 
subsidio? ¿Qué se firma entre el Mides y el cuidado para recibir ese dinero? 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- En el mismo sentido de los legisladores que 
me antecedieron en el uso de la palabra, me preocupa el asunto de la 
fiscalización porque, como dijo el director Bango, en algunos lugares no se 
cuenta con empresas que puedan capacitar a las personas. Es un asunto que 
me preocupa, al igual que debe inquietar a las autoridades, debido a la 
necesidad de atender determinadas patologías. 


También me preocupa enormemente lo que tiene que ver con la relación 
entre el Mides y el asistente. Se trata de un programa destinado a personas 
que no están en condiciones de pagar cuidadores, más allá de que tenemos 
entendido que hay un porcentaje de gente que puede pagar una parte. No 
obstante, me voy a enfocar en las personas que no pueden pagar el despido al 
trabajador en caso de que se rompa el vínculo laboral. ¿Qué sucede? El 
enfermo y la familia terminan siendo dominadas por el empleado, porque quien 
contrata no tiene un peso para pagar el despido. Es una de las situaciones que 
me preocupa y, seguramente, también inquieta a las autoridades. ¿Qué hace la 
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persona que no tiene para pagar? Termina siendo dominada por el trabajador, 
porque si lo echa tiene que pagarle el despido y la persona no sabe qué hacer 
porque no tiene con qué pagar. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Cuando se presentó el plan del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados quedó claro que se trata de un asunto de derechos para 
toda la población del Uruguay y no solamente para la más necesitada, aunque 
para ese sector están establecidos los subsidios. El Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados fue creado para garantizar los derechos de quien cuida 
y de quien es cuidado. Por eso se armó este esquema en el que la 
capacitación de las personas que cuidan es esencial. 


En ese sentido, me gustaría saber cuántas personas tenemos 
capacitadas en este momento para cuidar, cuántas están ocupadas y cuál es la 
proyección para el final del período en cuanto a personas capacitadas, con 
todos los acuerdos que se están realizando con UTU y otras instituciones. ¿Por 
qué hago hincapié en esta pregunta? Porque aunque a la persona no le 
corresponda el subsidio, de todas maneras se generó una capacidad de 
formación en cuidados disponible para toda la población, que antes no 
teníamos y había que recurrir a personas que no estaban capacitadas para 
cuidar; aunque pudiéramos pagar, no encontrábamos gente capacitada. O sea 
que se trata de una política para universalizar el acceso a personas que cuidan, 
tengamos o no recursos. Si no tenemos recursos, tenemos un subsidio y si los 
tenemos, podemos acceder igual a los servicios de personas capacitadas, que 
se logró a través de una política pública. 


Por lo tanto, me interesa conocer esos números, que son útiles para 
toda la población y no solamente para quienes hoy tienen acceso, debido a las 
restricciones presupuestales que tenemos. Hemos generado oportunidades 
para formalizar y dignificar el trabajo de las personas que cuidan, y por 
supuesto de las que son cuidadas. Me gustaría saber qué impacto tiene esto 
en el resto de la población. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Voy a intentar resumir, más allá de que estoy a las 
órdenes de las señoras legisladoras y de los señores legisladores para brindar 
más información acerca de este asunto, porque se han planteado cuestiones 
muy interesantes y quedan muchas preguntas pendientes. 


En la primera franja de 100 %, que es de O a 3 BPC per cápita, 
descontada la carga de cuidados del hogar, no ingresan solamente las 
personas en situación de pobreza. Por ejemplo, una familia tipo que tiene una 
persona con dependencia severa, tendría que tener más de $60.000 de 
ingresos para que la persona que es cuidada no tenga un 100 %. Digo esto 
para que se tenga una idea y se mida la amplitud de la primera franja, que es la 
del 100 % de subsidio. Esto nos da una idea de la población a la que estamos 
llegando. Hay otro 12 % de la población, cuyo ingreso per cápita está entre 3 y 
6 BPC, que en la misma hipótesis de que sea una familia tipo de cuatro 
personas con una persona con dependencia severa, para no tener un subsidio 
del 66%, es decir, de dos tercios del costo de un asistente personal, los 
ingresos tendrían que estar por arriba de los $ 120.000. Digo esto para que se 
tenga una idea de la población a la que estamos llegando. Los asesores 
pueden mostrar cuáles son los quintiles de ingreso de la población que 
actualmente es beneficiaria de este programa. 
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En cuanto a la pregunta del diputado Penadés, puedo decir que ni el 
Mides ni el BPS pagan el salario. No soy abogado; no soy especialista en 
materia de derecho y menos en derecho laboral, pero los abogados laboralistas 
del BPS y de nuestro ministerio, se han preocupado particularmente de que 
quede bien claro que no hay una inclusión de estos organismos en la relación 
laboral. Es más, se han efectuado algunos juicios reclamando que hay 
dependencia en relación al Estado y han sido a favor del BPS. Además, en la 
definición del decreto, que es de acceso público, los asesores jurídicos han 
mirado particularmente esta cuestión, para que quede claro que se trata de una 
relación laboral privada. El subsidio es a la persona, o sea, al beneficiario del 
servicio; no es una transferencia al cuidador. 


No obstante, efectivamente tenemos que considerar la cuestión porque, 
más allá de la amplitud de la franja, puede haber problemas con personas que 
no tienen recursos y deben hacerse cargo del pago del despido, debido a que 
lo establece la ley. Esto también sucede con otra ocupación que se realiza en 
los hogares, que es el servicio doméstico. Los controles que hay que efectuar y 
las supervisiones que realiza la Inspección General del Trabajo son 
prácticamente los mismos para las dos actividades y no es sencillo hacerlo 
porque hay que ir a los hogares. Además, como todos sabemos, existe un 
dicho popular que dice: "Hecha la ley, hecha la trampa", por lo que hay que 
asegurarse de tener mecanismos de control que sean lo más eficientes posible. 
Asimismo, creo que se trata de una cuestión colectiva que podríamos encarar 
entre todos para encontrar las alternativas a la cuestión. A nosotros nos 
preocupa que, más allá de que se trata de una relación laboral, gente que tiene 
escasos niveles de ingreso y tiene el subsidio del 100% tenga que pagar el 
despido, pero es lo que establece la ley. 


He estado analizando y lo vuelco en este ámbito -aunque quizás no sea 
de resorte de esta Comisión, sino de la de Legislación del Trabajo- que el 
servicio doméstico, que tuvo el mismo problema cuando se implementó la 
negociación colectiva, los consejos de salarios y la ley de ocho horas para el 
sector que antes no existía -los legisladores lo podrán revisar, porque trabajan 
en eso-, tiene un fondo para prevenir la insolvencia en el pago de los despidos, 
que se constituye con los aportes patronales y los de los trabajadores, para los 
casos en los que se genere un despido y el empleador no pueda asumir los 
costos. No sé si podrá ser una solución para este caso -y lo estoy mencionando 
sin haber consultado-, pero sé que el PIT-CNT y el Sindicato Unico de 
Asistentes Personales se están planteando esta cuestión. Quizás, sea una vía 
legal que el legislador pueda llevar adelante para tratar de resolver estos 
problemas que, efectivamente, se generan, pero las restricciones legales son 
las que son y nosotros no podemos ir en contra del ordenamiento legal que 
existe en esta materia en el país, más allá de que nos preocupe la situación. 


El diputado Penadés hacía referencia a un caso que me contó de gente 
que conocía él y que había atravesado por una situación similar. Muchas veces 
tenemos los problemas de asesorar a las personas. En este caso, la que era 
cuidada era la que tenía un problema, y recién ayer logramos que se 
presentara a hacer la denuncia ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, luego de un año. Eso tiene que ver con este proceso que estamos 
haciendo. Porque nos preocupa, hacemos un seguimiento personalizado del 
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caso a caso de todo lo que nos llega, de todo lo que se nos plantea, tratando 
de que las cosas salgan lo mejor posible. 


Para cerrar este capítulo, creo que, si existe voluntad política, en esta 
materia hay aspectos para avanzar con instrumentos que pongan a cubierto de 
este tipo de situaciones a las personas que a todos nos preocupan, más allá de 
que están dentro del ordenamiento laboral jurídico vigente en el país. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Saludo a la señora ministra y al resto de la 
delegación. 


Es bien interesante toda la actividad del Ministerio de Desarrollo Social, 
desde su creación en el año 2005 hasta ahora, más allá de que estamos 
analizando esta rendición de cuentas. 


Seguramente, en algún otro momento, en los debates de la Cámara, 
deberemos analizar el por qué del Ministerio de Desarrollo Social en el 2005 y 
todo lo que se ha venido construyendo hasta ahora. 


Creo que las preguntas que se han hecho son muy interesantes. 


Según lo que se acaba de decir, desde el año 2015 el cuidado pasa a 
ser un derecho, por lo tanto, estamos construyendo algo en muy poco tiempo. 
En esa construcción existe algo que el director Bango explicaba recién, y que 
estaba contenido en las preguntas formuladas por los señores legisladores. Me 
refiero, por ejemplo, al tema del despido, porque va a ser un dato de la realidad 
la necesidad de analizar esto. 


Está bien que se analice la situación de la trabajadora doméstica, pero, 
en ese caso, la relación contractual no es un derecho, es diferente a este tema. 
El cuidado es un derecho y se aborda la primera vez con un contrato a término, 
pero la segunda vez, seguramente, las familias con bajos recursos, informadas 
de que tienen que hacerse cargo del despido, van a pensar si hacer una nueva 
contratación. 


Creo que esto hay que consultarlo con la Comisión de Legislación del 
Trabajo y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Como esto se está 
desarrollando y se está introduciendo desde el año 2015 en adelante, 
seguramente, habrá que ir perfeccionando cosas en la marcha. Una de esas 
puede ser este tema y creo que todos estamos contestes en que hay que 
resolverlo para que no sea un impedimento para las familias de bajos recursos. 


Pero, en el caso del despido, la ley dispone que se pague despido, 
licencia, salario vacacional, aguinaldo. Como aquí se informó -y bien- que en 
los recursos está integrada la licencia, el salario vacacional, el aguinaldo, no sé 
si en esa liquidación del despido hay que pagar solamente el despido, porque 
ya está contenido lo demás, o si hay que pagar el despido, el aguinaldo, el 
salario vacacional, la licencia, lo que aumentaría la carga para pasado el primer 
contrato, tener la posibilidad de hacer un nuevo contrato. 


De todas maneras, estas son aclaraciones que los legisladores estamos 
haciendo, porque quienes estamos de acuerdo con este proceso -lo que desde 
el 2015 hasta ahora se está construyendo en materia de derechos al cuidado-, 
también sabemos que entre todos vamos a tener que ir ajustando algunas 
cuestiones de esa construcción sobre la marcha, y este es uno de los temas a 
ajustar. 
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Reitero que las preguntas que hacían los legisladores con respecto al 
tema del despido es algo a considerar. El director Bango acaba de decir que 
ese hecho puede instrumentarse con los distintos ministerios y en la Comisión 
de Legislación del Trabajo 


Mi pregunta es si se trata solo de la liquidación de despido o si, además 
del despido, está la licencia, el salario vacacional, el aguinaldo, lo que 
aumentaría la erogación de esa familia de bajos recursos. Hago esta pregunta, 
porque en el proceso de la solución, seguramente, también hay que tenerlo en 
cuenta. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Con respecto a la consulta del diputado Groba, 
entiendo -no soy muy especialista en esto- que cuando se transfiere por 
subsidio el concepto de la cuota parte del aguinaldo y del salario vacacional, si 
se produce el despido, eso ya está pagado; habría que ver el tema de la 
licencia no gozada y los otros mecanismos. 


Como bien se decía, estamos en un proceso de construcción, y si a los 
señores legisladores les interesa, así como se hizo en el caso de las 
trabajadoras domésticas, primero, consagrando sus derechos y, luego, 
avanzando en materia de legislación, en este caso ocurre lo mismo, porque 
estamos creando una nueva categoría ocupacional en el Uruguay, que es la de 
las y los cuidadores. Por lo tanto, seguramente, eso va a requerir el concurso 
del Poder Legislativo para avanzar en la garantía de derechos de las personas. 
Así que estamos a las órdenes para lo que sea necesario. 


El diputado Penadés hizo dos órdenes de preguntas. El primero tiene 
que ver con una descripción de cuántos son los programas y cuáles son los 
montos por programa. Le vamos a enviar a la Presidencia de la Comisión, por 
correo electrónico, un detalle de la ejecución 2016-2017 y de la ejecución 
planificada para el 2018 y el 2019 de todos los rubros del sistema de cuidados 
en el Inciso 15. 


En el año 2017 -que es del que estamos rindiendo cuentas- tuvimos una 
ejecución en el Inciso 15, Sistemas de Cuidados. Para pensar todo el Sistema 
de Cuidados hay que incluir, centralmente, la ejecución de ANEP y la de INAU. 


La representante del Ministerio de Economía y Finanzas nos acota que 
esta información ya está disponible para ustedes. De todas maneras, les quiero 
decir que hay una ejecución del 83% del Inciso 15, correspondiente al Sistema 
de Cuidados, durante el año pasado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Le agradezco al director la información y sé, 
obviamente, que eso está en el planillado del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Lo que pregunté era otra cosa. 


El Ministerio de Desarrollo Social se presentó aquí en el año 2015 e hizo 
una presentación de lo que pensaba gastar en el quinquenio. Como 
consecuencia de una serie de cuestiones que no tienen que ver con la 
discusión, ese no fue el monto total. Lo que queríamos conocer era a cuánto 
ascendía lo que en aquel momento se había presupuestado y cuánto fue lo que 
se terminó concretando en presupuestar y gastar en las sucesivas rendiciones 
de cuenta. 
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De todas maneras, esa información también nos viene bien, y nos evitar 
ir de nuevo a los planillados. 


SEÑOR BANGO (Julio).- El diputado Penadés me había hecho tres preguntas. 
Una tenía que ver con la ejecución detallada por rubro en el Inciso 15; otra, que 
era a la que hacía referencia y, otra más, que era, de las metas que nos 
habíamos fijado, cuántos corresponden a políticas que ya estaban en el país y 
cuáles son nuevas. 


Mi idea era contestar las tres preguntas. Entonces, me ahorro en 
contestar la primera porque -como él bien decía- ya la tiene, pero quiero poner 
a consideración de ustedes un detalle, que no es menor. La ejecución del año 
2017 en el Inciso 15, Sistema de Cuidados, es del 83%. Prevemos que va a ser 
del 89% este año y del 96% en el año 2019. Ustedes tienen el detalle de la 
distribución y de cómo se repartirá la ejecución entre las becas de inclusión 
socio-educativas, los bonos para los centros de larga estadía, los centros de 
día, los fondos de corresponsabilidad de género, el funcionamiento de la 
Secretaría Nacional de Cuidados, la teleasistencia y los asistentes personales, 
que son los programas del Inciso 15 que ejecutamos en el marco del Sistema 
Nacional de Cuidados. 


Vale la pena recordar que la Junta del Sistema Nacional de Cuidados es 
presidida por la señora ministra y está integrada por la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, los ministerios de Economía y Finanzas, de Trabajo y 
Seguridad Social, de Educación y Cultura, y de Salud Pública, el INAU, la 
ANEP, el BPS y el Congreso de Intendentes. 


¿Por qué mencioné la cifra de 83%? Cuando los señores legisladores 
analizan las cifras de ejecución de los distintos incisos observan que entre el 
70% y 80% -no lo puedo decir con propiedad- corresponde al rubro cero, es 
decir, al pago de los recursos humanos. Aquí, el "rubro cero" -entre comillas-, 
se cargaría en el rubro de funcionamiento de la Secretaría Nacional de 
Cuidados; pero no hubo prácticamente ejecución en ese rubro, en 2017 hubo 
$ 2.800.000. De ese 83%, entre 90% y 95% corresponde a dinero que se 
trasladó directamente a los beneficiarios de los programas del Sistema. 


También quiero referirme a otro aspecto que me parece importante que 
los señores diputados lo tomen en cuenta. En la rendición de cuentas de 2016, 
con relación al Inciso 15 ustedes hicieron una reasignación en menos de 
$ 40.000.000. ¿De dónde salió el achique que hicimos en la ejecución del 
20177? Salió del rubro funcionamiento de la Secretaría Nacional de Cuidados. 
No se tocaron en absoluto los recursos que iban a los asistentes personales o 
a los otros programas. En cambio, los $ 170.000.000 -en caso de que los 
señores diputados aprueben el incremento-, irán directamente al programa de 
asistencia social. 


Es decir que cuando hubo que hacer economías, las hicimos a partir del 
funcionamiento y cuando hay incrementos, los volcamos 100% a las personas. 


En ese 83% de ejecución no hay un 70% u 80% de rubro cero, sino un 
4% 0 5%. Me parece que a veces se leen rápidamente los números, pero no 
nos detenemos a pensar en esas cosas. 


Además, esto pasa en buena parte de la gestión del Ministerio, pues los 
recursos van directamente a las personas. 


25 


Con relación a la segunda parte de la pregunta del señor diputado 
Penadés, respecto a cuánto de lo que se está implementando en el Sistema 
Nacional de Cuidados tiene que ver con políticas que ya existían, debo decir 
que la innovación es en política de atención a las personas en situación de 
dependencia con los programas que tenemos: centros de día, teleasistencia, 
asistentes personales, residenciales. En estas cuatro acciones se engloba la 
política hacia las personas en situación de dependencia. El Sistema Nacional 
de Cuidados no es el programa de asistentes personales. Prácticamente el 
60% del presupuesto que ustedes votaron para el Sistema Nacional de 
Cuidados se destina a la primera infancia. Me quiero detener en este aspecto 
porque entiendo que no se trata de una competencia para saber quién hizo 
qué, sino de cómo se está beneficiando la sociedad de una política para la 
primera infancia, con el Plan CAIF, que se viene ampliando desde el primer 
gobierno democrático posdictadura. Voy a demostrar con números e 
información que la asistencia al Sistema Nacional de Cuidados ha tenido un 
cambio absolutamente sustancial. 


Las políticas para la primera infancia son un logro del país y de la 
sociedad, que debemos seguir profundizando. 


En el año 2006 o 2007 -no recuerdo bien-, en el Plan CAIF había treinta 
mil niños y niñas, de uno, dos, tres y cuatro años de edad. A veces hay 
aspectos que no integramos: no es lo mismo decir que tenemos treinta mil 
niños en un programa y que doce mil de ellos -como ha sucedido- se atienden 
una vez por semana y los dieciocho mil restantes todos los días. Esa es la 
realidad que teníamos en 2006. Nosotros terminamos el primer período de 
Gobierno del Frente Amplio con aproximadamente cuarenta y dos mil niños y 
niñas de uno, dos y tres años, y también con parte de los de cuatro años. 
Hicimos un doble movimiento en la política de infancia: a través de la ANEP 
universalizamos la atención de niños y niñas de cuatro años de edad, y 
liberamos cupos en los CAIF para que progresivamente salieran las niñas y los 
niños de cuatro años de edad, para integrar a más niñas y niños de tres y dos 
años de edad. Y doce mil niños -prácticamente el 40%- que eran atendidos 
solo un día por semana pasaron a ser atendidos todos los días. En definitiva, 
se pasó a atender en forma diaria a los treinta mil niños y se incremento en 
doce mil la cantidad de niños en el primer Gobierno. Ahora vamos a dar otro 
salto, con los niños y las niñas de un año, quintuplicando la intensidad del 
cuidado. ¿Por qué? Porque hasta el 2015 las niñas y los niños de un año de 
edad tenían atención una vez por semana y, reitero, a todos los niños y niñas 
de dos y tres años de edad habíamos logrado atenderlos en forma diaria. Con 
la nueva inversión que estamos haciendo en la infancia, pasamos 
gradualmente a servicios dirigidos a niñas de uno, dos y tres años de edad; 
también, progresivamente, estamos pasando a los niños de tres años de edad 
a la ANEP. Creamos cuarenta y cuatro jardines para niños y niñas de tres años 
de edad, y vamos a lograr que los CAIF se queden solo con niñas y niños de 
uno y dos años -ampliando los cupos que se utilizaban con los de tres años-, 
pero pasando a atender diariamente a los niños y niñas de un año, con 
servicios de cuatro y ocho horas diarias. 


Además, estamos generando una nueva oferta de servicios de cuidado 
infantil: los centros entre sindicatos y empresas. Allí tratamos de generar 
acuerdos en el marco de la negociación colectiva entre las empresas, los 
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sindicatos y el Sistema Nacional de Cuidados, intentando que las empresas 
aporten infraestructura y lugares, los sindicatos asuman la gestión, y el Sistema 
Nacional de Cuidados financie. Voy a dejar datos a la Comisión de los centros 
que ya están abiertos y de los que se abrirán próximamente. 


También estamos creando las Casas Comunitarias de Cuidados. Por 
ejemplo, en Juan José Castro, un pueblo de cien habitantes en el que nunca se 
pensaba instalar un CAIF porque hay nueve niños, buscamos una solución 
para que esos niños -que tienen el mismo derecho que un niño de Pocitos o de 
Soriano- puedan contar con servicios de cuidado de calidad. Por esos motivos, 
las Casas Comunitarias de Cuidado atienden esas realidades específicas. 


Estos son los aportes que se hicieron durante quince años a la política 
de infancia, sobre todo, en el Sistema de Cuidados. 


También vamos a dar un salto en cantidad e intensidad en cuidado 
impresionante respecto a lo que venía. Supongo que las cifras ya fueron 
suministradas por el INAU: de aquí a 2020 vamos a abrir ciento cuarenta CAIF. 
Desde el 2015, tenemos ciento cuarenta planificados, y cincuenta y dos ya 
están funcionando. Estoy incluyendo los datos a julio de 2018. En este 
momento, tenemos en obra diez CAIF; estamos licitando diecinueve y vamos a 
licitar doce más. Van a ir cuarenta y dos CAIF por la vía de participación 
público-privada. Eso va a permitir llegar a la meta que nos habíamos trazado. 


Según las metas que nos habíamos propuesto en ocasión del diseño del 
presupuesto nacional, vamos a informar sobre cuáles son las cosas a las que 
vamos a llegar y cuáles no, en función de la asignación que hizo el Parlamento. 


En materia de primera infancia, las metas se mantienen y los recursos 
están. Desde el punto de vista de la gestión, estamos en los plazos que 
habíamos estimado. Tenemos un detalle aquí de cuáles son las licitaciones, las 
obras en ejecución y en qué departamentos se están realizando. Por ejemplo, 
se inauguraron espacios abiertos en Artigas; Canelones; Cerro Largo, Melo; 
Nueva Palmira; Conchillas; Nueva Helvecia; Durazno; La Casilla; Mariscala; 
Flores; Minas; Pan de Azúcar; Nuevo París, Instrucciones, Punta de Rieles, 
Colón, La Paloma, Tres Ombúes, barrio Lavalleja, Malvín Norte, Parque Batlle, 
Casavalle, Jardines del Hipódromo, Las Torres, Marconi, Maroñas, La Teja, 
Peñarol, Cerro y Verdisol, Montevideo; Chapicuy y ciudad de Paysandú, 
Paysandú; Cerro del Marco y Vichadero, Rivera; La Paloma y ciudad capital de 
Rocha, Rocha; Ayuí norte, Nuevo Sur y Nuevo Uruguay, Salto; Ciudad del 
Plata, San José; Dolores, Soriano; barrio Godoy, Tacuarembó, y San Gregorio 
de Polanco; y podría continuar. 


Esto es lo que ya está hecho y funcionando, pero también tenemos el 
listado de lo que va a acontecer. Sería bueno que los señores legisladores se 
aparezcan por ahí, porque realmente es una fiesta cada vez que se inaugura 
un centro CAIF. La comunidad logra el éxito de tener a sus hijas e hijos bien 
cuidados y los padres pueden ir tranquilos a trabajar. 


Entonces, las metas en primera infancia están presupuestalmente 
aseguradas, y venimos bien con el cumplimiento de la metas en materia de 
gestión. 


Me acota la señora ministra que las becas de inclusión socioeducativas 
que se llevan adelante a través del Ministerio de Desarrollo Social, en particular 
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por la Secretaría de Cuidados, en este momento ascienden a 1.116. Tengo la 
distribución por departamentos. Como recordarán, este mecanismo es para 
donde todavía no ha llegado la oferta pública. Hay familias con hijos chicos que 
no tienen la posibilidad de pagar un centro de educación inicial privado y existe 
uno en su entorno, entonces, se les da una beca para que esos niños puedan 
asistir. A su vez, son supervisadas por el Ministerio de Educación y Cultura y se 
hace un control de calidad de las mal llamadas guarderías privadas, 
colocándolas en un ranking de categoría A, B y C, en función sus niveles de 
calidad de prestación. De esta manera, desarrollamos una política de 
incentivos: si la guardería mejora la calidad, la pasamos de categoría al otro 
año y le damos más plata por el niño o la niña becada. Así generamos una 
política de atención para agujeros que no cubre la oferta pública con una oferta 
de mejora de calidad de los servicios, que es esencial. 


En ese sentido, aprovechamos los programas de cercanía del Ministerio 
de Desarrollo Social como proveedores. Por ejemplo, si el Programa Uruguay 
Crece Contigo está trabajando con una familia y uno de sus niños, de dos o 
tres años, no tiene un servicio de cuidados y tampoco un CAIF o un jardín 
cerca, pero sí un centro privado, entonces, si no tiene recursos para asistir, se 
lo beca. Podemos afirmar que 45,9% de los 1.116 niños becados ha venido de 
derivaciones que ha hecho el Programa Uruguay Crece Contigo; 7,4%, de 
derivaciones de Jóvenes en Red, del Instituto Nacional de la Juventud; 7,7% 
del Programa Cercanías; 8,3% de la División de Estudios y Derivación del 
INAU, y 30,6% de otros programas, por ejemplo, servicios de violencia 
doméstica. Las mujeres que han sido violentadas durante ese proceso de 
reintegrarse a la sociedad necesitan de cuidados para sus hijos, y por esta vía 
proveemos becas para esos niños y esas niñas. 


SEÑORA LAFLUF HEBEICH (Omar).- La meta planificada del presupuesto 
2015-2020 era de 140 CAIF. Al día de hoy hay 52, 10 en obra y 2 licitaciones. 
19 y 12 son 31. Por participación público privada, hay un primer llamado de 15 
y un segundo llamado de 27; son 42 más. Quiere decir que de 2018 a 2020 hay 
que concretar 83. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Efectivamente. Además, ustedes van a poder 
controlar la ejecución. Nosotros vamos a cumplir con las metas establecidas. 


En cuanto a la pregunta del señor diputado Gustavo Penadés, respecto 
a la dependencia severa, nosotros nos habíamos planteado llegar a un 
porcentaje mayor en el Programa de Asistentes Personales, pero no se va a 
llegar porque ha habido una reducción en la asignación presupuestal que no 
nos permite cubrir lo previsto; vamos a estar entre el 22% y el 26%. 


Si consideramos que la población con dependencia severa es de 23.000 
personas en el Uruguay, se pueden hacer las cuentas. Con esos 4.545, 
estamos en el orden 20%. Si llegamos a los 6.000, estaríamos cubriendo 26% 
de la población. Esto en el supuesto de cien por ciento de subsidio para todas 
esas personas, que no es así, como ya se vio; o sea que los números pueden 
variar. 


Sin embargo, la reflexión más importante desde el punto de vista político 
no tiene que ver con que sea un 22%, 23% o 24%, sino que pasamos de la 
nada a tener lo que tenemos ahora. Las necesidades de las personas con 
dependencia severa ya estaban, no empezaron en noviembre de 2015. En 
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prácticamente tres años de gestión logramos llegar a ese porcentaje y pese al 
marco de restricciones presupuestarias, vamos a culminar. Ciertamente, 
ustedes deben estar teniendo un debate sobre cómo hacer para equilibrar la 
inversión social con los costos fiscales. Más allá de cómo se salde esa 
discusión, que les corresponde a ustedes, lo que está claro es que esto 
representa un enorme avance para las personas con dependencia severa en el 
Uruguay. Seguramente, los próximos gobiernos -porque hay un acuerdo del 
sistema político al respecto- van a poder seguir avanzando en lo que falta. Yo 
siempre pongo el ejemplo del Fonasa: la ley es del año 2007, en 2008 
empezaron a ingresar los primeros colectivos y los últimos lo hicieron en 2016. 
Esto demuestra que una política seria, que requiere una inversión presupuestal 
importante, no se puede hacer de un día para el otro y llegar del cero al cien en 
cinco años. Nosotros habíamos previsto llegar un poquito más, pero en función 
de las decisiones que ustedes tomaron vamos a llegar hasta donde podamos, 
aun teniendo las capacidades de gestión para duplicar, o triplicar el número de 
asistentes personales si tuviéramos recursos presupuestales al día de hoy. 


No quiero monopolizar la sesión, pero se han hecho muchas preguntas y 
hay que dar respuestas. 


Las preguntas que hicieron los señores diputados Omar Lafluf Hebeich y 
Gustavo Penadés tienen que ver con el resto de los programas y con la 
participación de la sociedad civil. Más allá de que la política de subvenciones a 
organizaciones de la sociedad civil es responsabilidad del Parlamento en esta 
rendición de cuentas -ese es otro tema-, nosotros utilizamos -en el mejor 
sentido de la palabra- los recursos y las capacidades de la sociedad civil para 
el Sistema de Cuidados. No pensamos que el Sistema solo tenga que implicar 
la construcción de servicios estatales, sino que hay que aprovechar 
-coincidimos con el señor diputado Lafluf y con muchos diputados- el potencial 
y el acervo de buenas prácticas que tiene nuestra sociedad civil organizada. 


Este año estamos lanzando el programa de centros de día, que tiene 
una disponibilidad presupuestal para el año próximo de $ 42.900.000. Voy a 
mencionar la lista de los lugares donde vamos a abrir centros de día en el 
correr de estos meses: Juan Lacaze, departamento de Colonia; La Paz y 
Pando, departamento de Canelones; Paso de los Toros, departamento de 
Tacuarembó; Minas, departamento de Lavalleja; la ciudad de Paysandú; 
Tranqueras, departamento de Rivera; la ciudad de Rocha; los Municipios A, D y 
CH, departamento de Montevideo; la ciudad de San José, y Melo, 
departamento de Cerro Largo. 


¿Cómo participan las organizaciones de la sociedad civil? Por la vía de 
licitaciones públicas que ya se han hecho o están en desarrollo. Las 
organizaciones de la sociedad civil son las que se encargan de gestionar. 


En este marco, hacemos acuerdos con las  intendencias 
departamentales y los municipios para viabilizar, por ejemplo, las 
infraestructuras y el transporte que muchas veces requieren para ir al centro 
estas personas mayores de 65 años con dependencia moderada. A esta altura, 
ya están contratados los servicios en Colonia, La Paz, Minas y Paysandú. 
Están para firmarse en Pando y Pasos de los Toros. Están en la Cadea 
-Comisión Asesora de Adjudicaciones, que analiza las licitaciones- los centros 
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de Tranqueras, Rocha y Melo. Se están licitando en estos momentos los tres 
de Montevideo y uno de San José. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- ¿Se llama a licitación para abrir nuevos 
centros de día? 


SEÑOR BANGO (Julio).- Sí; no había centros de día en el Uruguay. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Mi planteo no es seguir agregando 
centros nuevos. Yo le planteé un caso específico de Young, sobre el hogar El 
ceibo, que tiene adultos mayores y está llevado adelante por una organización 
de la sociedad civil que vive de los pechazos. Ese es el tema. Hablo de las 
organizaciones que ya están, que son miles y no tienen recursos para 
funcionar; entonces, viven de lo que pueden. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Como me acota la señora ministra, la debilidad de 
algunas organizaciones civiles es un tema importante y no necesariamente se 
tiene que resolver acá. 


En el caso de Río Negro, personalmente, estuve en Nuevo Berlín, San 
Javier, Young y Fray Bentos analizando la posibilidad de montar el servicio que 
propone el Sistema de Cuidados y no otro. El diputado Mendiondo es testigo, 
porque se movió mucho, y el diputado Lafluf nos había hablado del caso de 
Young. Nosotros apelamos a las organizaciones, nos reunimos con ellas, pero 
tiene que haber una licitación, deben ofrecer determinados servicios, asumir su 
cumplimiento y contar con los recursos humanos necesarios. 
Lamentablemente, aunque era una de las prioridades, en esta primera vuelta, 
Río Negro quedó afuera porque no había organizaciones de la sociedad civil 
que quisieran o tuvieran la posibilidad de presentarse a una licitación. Como 
ustedes bien saben, tenemos que ser muy rigurosos, atendiendo 
requerimientos del Tribunal de Cuentas y todos los procesos administrativos. 
Reitero que, lamentablemente, no se presentaron organizaciones en Río 
Negro. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Creo que acá hay un 
entrevero entre lo que planteó el diputado Lafluf y lo que el Sistema de 
Cuidados tiene para ofrecer. 


Una cosa es la preocupación del señor diputado -a quien conozco desde 
que era intendente; trabajamos muy bien juntos durante la primera etapa del 
Mides-, que se refiere al apoyo a las organizaciones sociales que hacen labor 
social, voluntariado u buscan los recursos necesarios. Otra cosa son los 
centros de día. El diputado Lafluf está hablando del apoyo del Estado que se 
da a través de subsidios y subvenciones a organizaciones de la sociedad civil y 
que se promovía, por lo menos en mi época, por parte de los representantes. 
Nosotros viabilizamos el Inciso 21 de subsidios y subvenciones a 
organizaciones, pero el Poder Legislativo decide a cuáles apoyar y a cuáles no. 
Comparto que hay muchísimas más organizaciones para apoyar, pero los 
centros de día son otra cosa, son una forma de atención, de trabajo, de 
interrelación, de actuación en un lugar donde van aquellos que, como decía el 
director Bango, tienen una dependencia moderada. La familia se queda 
tranquila porque es un lugar donde pintan, cantan, pasean, intercambian, se 
visitan y hacen distintas actividades. Estos centros tienen un formato y se 
convoca a organizaciones sociales para proponer proyectos. Luego, la Cadea 
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-la Comisión Asesora de Adjudicaciones- dice: esta organización cumple con 
las condiciones y esta no cumple con el llamado. 


Estamos hablando de dos cosas diferentes. Comprendo el planteo 
porque nosotros viabilizamos recursos; inclusive, en este tiempo ajustamos 
algunos errores en relación al Inciso 21. Por ejemplo, el Cottolengo Masculino y 
el Cottolengo Femenino habían quedado ambos, con nombres distintos, y el 
dinero del Inciso 21 iba para uno solo. Nosotros logramos armar algo para que 
el Cottolengo Femenino reciba el dinero, sacando presupuesto del Mides, 
porque quedó equivocado y, dicho sea de paso, lo podrían arreglar ahora. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Entiendo lo que dice la señora ministra. 
El tema es que alguien nos tiene que dar por lo menos una idea de a dónde 
vamos. 


Hubo que hacer una colecta -el diputado Mendiondo lo sabe- para 
pagarle el aguinaldo a la gente que trabaja. Entonces, va a llegar un momento 
en que la gente se canse y no quiera seguir trabajando. En este momento, 
precisamente, tenemos la discusión sobre el voluntariado y demás. 


Lo único que pretendo es que alguien nos dé alguna idea de quién los 
puede ayudar, porque no es cuestión de hacer otra estructura. Se hace otra 
licitación para los centros de día. Aparece una organización y se presenta. Sin 
embargo, ellos ya están: hay cuarenta personas, está la estructura, la 
infraestructura y la gente trabajando; no hay nutricionista -por supuesto-, pero 
sí cocinero, administrativo, limpiadores, etcétera. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Entiendo la preocupación. Nosotros estamos 
desarrollando servicios de cuidados para los cuales hay determinadas 
condiciones. Tenemos que ser muy cuidadosos en el uso de los dineros; no 
podemos salir a auxiliar a alguien porque le falta dinero para hacer algún pago, 
sino que tenemos que cumplir con los procedimientos que se establecen. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- ¿Adónde podemos ir? 


SEÑOR BANGO (Julio).- Dependiendo de los programas que desarrollan las 
organizaciones sociales, se presentan a las licitaciones para programas que 
tienen que ver con deporte, con juventud, concursan y obtienen los fondos. 
Esto es lo que estamos haciendo en lo que respecta a cuidados. 


Por ejemplo, con las organizaciones que ya están hemos promovido el 
proyecto Fondos de Iniciativas Locales de Cuidados. Muchas veces los 
servicios que he descrito no resuelven todos los problemas y en la sociedad 
existen organizaciones que tienen maneras de resolverlos; en esos casos, 
nosotros las apoyamos, generando también los mecanismos adecuados para 
que se presenten los proyectos. En base a un contrato, transferimos para 
iniciativas locales de cuidados -no para deportes, no para salud, no para medio 
ambiente- $ 600.000 anuales. Para este año tenemos planificadas unas 
dieciocho iniciativas locales de cuidados; está descrito dónde se van a 
desarrollar y qué organizaciones las van a gestionar; esa es nuestra manera de 
trabajar. 


Con relación a los residenciales, la pregunta que se nos hizo es 
oportuna para dejar constancia de algunos números que se manejan, no 
porque se haga mal, sino porque de repente falta información; es nuestra 


31 


responsabilidad brindarla. No es que en Uruguay existan mil cien hogares y 
solo dieciocho estén habilitados. Eso se puede decir y es correcto, pero yo 
debería agregar que de esos mil cien hogares, de los cuales en la actualidad 
hay veinte habilitados, hay ciento cuatro que están en condiciones críticas. ¡No 
son mil los que están en condiciones críticas! O sea que no se puede deducir 
inmediatamente -es lo primero que haríamos; aclaro que yo también lo haría- 
que si hay mil hogares y veinte habilitados, el resto no está habilitado. 


¿Qué quiere decir que un residencial está habilitado? Que ha cumplido 
un trámite administrativo. El problema en Uruguay es que no teníamos los 
incentivos suficientes como para que los residenciales completaran los trámites 
administrativos de habilitación. Algunos en particular, como la habilitación de 
Bomberos, costaba mucho gestionarla -llevaba años-, lo que hacía que los 
hogares quedaran incluidos entre los no habilitados, a pesar de que tenían 
condiciones de funcionamiento adecuadas. 


De esos mil hogares, hay ciento cuatro, es decir el 10%, que no reúne 
las condiciones necesarias; lisa y llanamente, están en un estado tal que 
tendrían que cerrar o hacer una profunda transformación para brindar una 
atención de calidad, como se merecen las personas que viven allí. 


Les puedo acercar cuadros con los listados, por departamento, de los 
algo más de mil cien residenciales, y de cuáles son los ciento cuatro que están 
en condición muy crítica o crítica. 


Entonces, vamos a precisar el discurso. La información es esta: hay 
ciento cuatro hogares en situación crítica, de un total superior a mil cien. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Hay ciento cuatro hogares -el 10%- que 
no están habilitados. No centremos este tema en la habilitación de Bomberos 
porque ni siquiera la inmensa mayoría de los organismos oficiales la tiene. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Los datos son estos. Hay 1.116 establecimientos. El 
Ministerio de Salud Pública había planteado en su informe público que eran 
más de 900, pero en esa cifra no se incluían -nosotros sí lo hacemos- los 
servicios de internación familiar -no recuerdo exactamente el nombre-: que, 
mediante convenio, dos o tres personas puedan estar en una casa. 


La cantidad de hogares que están en una situación complicada son 104, 
que tienen 1.154 residentes; los recursos humanos afectados son 429. Ese es 
el problema que tenemos. 


Por ejemplo, el hogar donde hubo un lamentable episodio hace un par 
de años, estaba habilitado 


En muchos casos -no en todos- las condiciones de funcionamiento 
tienen que ver con la habilitación de Bomberos. Por la nueva regulación que ha 
hecho el Ministerio de Salud Pública se ha cambiado el trámite de habilitación 
de Bomberos y ahora alcanza con que un arquitecto firme una declaración 
jurada de que el residencial está en condiciones de funcionar, y puede hacerlo 
tan solo con iniciar el trámite de habilitación. Esto va a permitir que esa lista 
inicial de veinte residenciales habilitados al día de hoy se amplíe. 


En definitiva, el problema sobre las condiciones de funcionamiento 
general lo tenemos en 104 de los 1.116. ¿Qué estamos haciendo para 
resolverlo? En este caso, la estrategia pasa por tres vías. La primera: lanzamos 
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en abril con el Ministerio de Salud Pública, en el marco del Sistema de 
Cuidados, el Programa Cuidado más Calidad, que tiene que ver con generar 
préstamos a tasas de interés muy blandas -gestionados por Microfinanzas, del 
Banco República- a estos residenciales que son privados, con fines de lucro, 
para mejorar su equipamiento, arreglar algunas cuestiones de infraestructura 
básicas y para la capacitación en materia gerencial de los recursos humanos. 


Un segundo componente es la formación de los recursos humanos de 
los residenciales, para mejorar la calidad. En el marco del Sistema de Cuidados 
estamos iniciando un proceso de certificación de competencias que va a 
abarcar a ciento cincuenta personas -vamos a tratar de que, por lo menos, 
haya uno por residencial- destinado a quienes ya tienen una idoneidad en el 
cuidado. De lo que se trata es de certificar las competencias adquiridas, de 
completar la formación en el marco del Sistema de Cuidados y de asegurar la 
formación vía Inefop de las restantes personas que trabajan en los 
residenciales. 


La tercera línea de trabajo es la fiscalización conjunta entre el Ministerio 
de Salud Pública -que es el que tiene la prerrogativa de habilitar o cerrar los 
hogares, según establece la ley- y el Ministerio de Desarrollo Social, a través 
del Instituto Nacional de las Personas Mayores. Se establecen equipos de 
fiscalización que han redoblado su actividad en todo el país, lo que ha 
permitido procesar cierres de varios residenciales. El problema que se genera 
cuando se cierra un hogar es qué pasa con las personas, entonces, hay que 
hacerlo con mucha responsabilidad, tratando de generar las alternativas para 
que esas personas no queden desamparadas, sin nadie que las proteja. 


Esa es la estrategia que estamos llevando adelante con los 
residenciales. lremos dando cuenta de los avances y ustedes podrán ir 
controlando la gestión que se viene realizando. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Voy a complementar lo 
que ha dicho el director Bango. 


A toda la tarea que tienen que ver con la fiscalización y el apoyo para 
desarrollarse y mejorar, debemos agregar otra actividad que realizamos, de la 
que nadie se entera, pero que es bien interesante; a pesar de ser muy ruidosa 
en los lugares donde ha pasado, no ha tenido ninguna trascendencia. 
Conjuntamente con el Ministerio de Salud Pública, ASSE, la Dirección General 
de Lucha contra el Crimen Organizado, Interpol y la Fiscalía General de la 
Nación hemos allanado residenciales clandestinos donde convivían personas 
con discapacidad severa o dependencia, personas con discapacidad intelectual 
que eran explotadas sexualmente y personas mayores con buenos ingresos, ya 
sea por jubilación o pensión -fundamentalmente por jubilación-, y que al estar 
medicadas y excluidas de la posibilidad de optar, estaban allí. Hemos hecho 
ese trabajo en varios lugares de Montevideo. También, lo hemos hecho en 
reiteración real en Río Branco; todo el pueblo puede contar las cosas que han 
sucedido allí. 


En este punto se plantea lo que decía el sociólogo Bango: ¿qué 
hacemos con esas personas? En definitiva, terminan transitoriamente en una 
cama de hospital, atendidas de alguna manera por nosotros o quedan a cargo 
de su curador, si es que lo tienen. Lamentablemente, algunas personas no lo 
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tienen y la curatela la tienen los dueños explotadores de esos depósitos 
humanos. 


Entonces, esta también es una de las tareas que realizamos. No tienen 
nada que ver con cuidados estrictos ni con lo que establece la ley o las 
atribuciones que se dan al Sistema Nacional de Cuidados; teóricamente, 
tampoco tendría que ver con el Ministerio de Desarrollo Social. De todos 
modos, participamos en esos allanamientos. 


El otro día, cuando se presentaron todos los temas vinculados a trata en 
la Cancillería, en el cierre de la actividad hablamos de las personas con 
discapacidad, de las niñas y jovencitas con discapacidad que son objeto de 
explotación sexual en esos mal llamados residenciales, que son absolutamente 
clandestinos. Insisto en que se trata de un trabajo conjunto con la Fiscalía, la 
Dirección General de Lucha contra el Crimen Organizado e Interpol del 
Ministerio del Interior, el Ministerio de Salud Pública y ASSE. 


O sea que, además de todo lo que estamos mencionando que ya existe 
y que hay que mejorar y fiscalizar, está el trabajo que no se ve, que nos viene a 
través de alguna pista que logramos seguir y que nos lleva a encontrarnos con 
muchos delitos que, obviamente, son denunciados ante la justicia; recordemos 
que en este grupo actúa la Fiscalía. Lo cierto es que en estos casos hay 
apropiación indebida de personas. Inclusive, en un lugar encontramos a un 
exfuncionario del Poder Legislativo, que tenía una buena jubilación, junto a 
chicas con discapacidad que eran objeto de explotación sexual. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Estamos hablando de 1.116 hogares; 20 
habilitados y 104 en situación crítica. Estos son números. A mí me preocupan 
las 1.154 personas que están en esos hogares en situaciones críticas. 


Son sumamente alarmantes los datos que hemos recibido en el día de 
hoy. Lo más probable es que mientras buscamos la solución, la mitad de esas 
personas mueran. 


Sabemos bien qué significa que un hogar esté en situación crítica. La 
señora ministra sabe perfectamente cómo estaba el hogar de Río Branco. 
Nosotros también visitamos el lugar. Sabemos que hubo trasiego de las 
personas: las sacaban de esa casa y las ponían en la casa de la mamá del 
señor que los tenía en esas condiciones. 


Reitero: de las 1.154 personas, lo más probable es que más del 50% 
estén muertas cuando llegue la solución. Esta situación es realmente terrible. 


En consecuencia, quisiera saber si se está trabajando para encontrar 
una solución inmediata a esta problemática. Estamos hablando de vidas de 
personas; deben ser la prioridad de todos nosotros. 


Por otra parte, se habló del hogar en el que murieron personas a raíz de 
un lamentable incendio. El sociólogo Bango dijo que el hogar estaba habilitado. 
La realidad es que ese hogar tenía observaciones. Nosotros trabajamos 
muchísimo en ese caso y sabemos que tenía observaciones. Inclusive, la 
señora ministra, con muchísima responsabilidad, dijo públicamente: "Yo asumo 
esas muertes". 
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Concretamente, hay 1.154 personas en hogares en situación crítica. 
Están en manos de irresponsables, de delincuentes -hablando de una forma un 
poco cruel y cruda-, que están lucrando con ellas. ¿Qué van a hacer? 


SEÑOR BANGO (Julio).- Ya he mencionado las tres medidas que estamos 
tomando para resolver ese problema; como figuran en la versión taquigráfica, 
no las voy a reiterar. 


Por supuesto, asumimos plena responsabilidad sobre esta situación. 


La opinión de la señora diputada es muy respetable; puede haber otras. 
Nosotros venimos a informar y a rendir cuentas de lo que hemos hecho, de 
cómo pensamos resolver el problema y de qué estamos haciendo en todo el 
país para solucionar estas situaciones, que nos preocupan. 


Si, más allá de las tres líneas de trabajo que explicitamos, el Poder 
Legislativo tiene alguna sugerencia que realizar, les pedimos que nos la hagan 
llegar y con mucho gusto la analizaremos. Capaz que hay algunas cuestiones 
que no estamos teniendo en cuenta; nos lo pueden decir y ayudarnos a mejorar 
más rápidamente y de manera más amplia el trabajo que estamos encarando. 
Así que estamos a las órdenes en ese sentido. 


Para culminar mi intervención -creo que he respondido todas las 
preguntas, aunque estoy abierto a responder otras; además, supongo que 
habrá otras cuestiones a plantear-, quiero decir que hay asuntos de los que no 
he hablado porque no tienen que ver con la tangibilidad de los servicios. He 
hablado de la formación y de los servicios, pero no me referido a la regulación 
-salvo en el caso de los residenciales-, a todas las políticas regulatorias que 
estamos implementando ni a la unificación del mecanismo de supervisión de la 
calidad de los servicios de primera infancia. Estos trabajos son intangibles, y 
muchas veces no se pregunta sobre ellos. Sin embargo, hacen a la calidad de 
los servicios: tan importante como que pongamos más niños en los CAIF o en 
los jardines, es que esos niños tengan la misma calidad de servicios, sin 
importar el lugar del país en el que vivan ni su condición social. Esa es una 
parte muy importante de la política, de la que hoy no hemos podido dar cuenta. 


Otra cuestión que nos parece muy importante -vamos a tener acciones 
dirigidas en este sentido en el segundo semestre del año- es trabajar la 
corresponsabilidad de género en el cuidado. 


El cuidado de nuestros niños, niñas, veteranos y veteranas y de las 
personas con discapacidad, también tiene que ver con que los varones 
asumamos nuestra cuota parte de responsabilidad. Creemos que la sociedad 
debe reflexionar sobre este punto. El Parlamento es una caja de resonancia. 
Se debe debatir este tema porque hay una división sexual del trabajo, que no 
permite a las mujeres, que en general son las que se encargan de cuidar a los 
hijos, salir a trabajar. Estos son puestos de trabajo que se pierde la economía, 
limitando las posibilidades de crecimiento, en un momento en el que se 
requieren brazos y fuerza de trabajo. Es necesario que toda la gente que esté 
en condiciones de trabajar, lo haga. Actualmente, hay muchas mujeres que no 
pueden trabajar porque tienen que cuidar a sus hijos. El Sistema Nacional de 
Cuidados también apunta a eso. Apunta a la corresponsabilidad de género en 
el cuidado. En el segundo semestre de 2018, vamos a lanzar una campaña 
-esperamos contar con el apoyo del Parlamento- para poner en juego esta 
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cuestión de que varones y mujeres tenemos que hacernos corresponsables en 
el cuidado de nuestros hijos, de nuestros veteranos, de nuestras veteranas y 
de nuestras personas con discapacidad. 


Quedo a disposición para lo que los legisladores estimen oportuno. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Quedaríamos muy 
agradecidos si nos mandaran los planes del ministerio, porque tiene tantas 
puntas que uno se pierde. 


En el interior, sobre todo en los pueblos, la jubilación o pensión que 
cobran algunos ancianos no alcanza para cubrir lo que cuesta cuidar a una 
persona adecuadamente o mantener un local en condiciones. Entonces, quería 
saber si existe un cálculo de lo que cuesta dar la atención correspondiente a 
cada uno y si existe algún subsidio que complemente lo que se pueda brindar 
en cada hogar. 


Los hogares son de los pocos lugares vinculados con la rama de la salud 
que pagan impuestos; no tienen exoneración impositiva. A lo mejor esa es otra 
de las herramientas que podemos tener para bajar el costo para que los 
hogares puedan estar en condiciones; muchas veces, no se trata de tener mala 
intención, sino que los números no cierran. 


Entonces, quería saber si esas cosas fueron tenidas en cuenta. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quería recordar al director que le había hecho una 
pregunta sobre la cantidad de personas formadas. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quería saber si se conoce exactamente la 
cifra de adultos mayores que viven en hogares. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos tratando la rendición de cuentas del año 
anterior e incrementos presupuestales. Sé que la línea entre un tema y otro es 
muy fina, pero quería llamar a todos los presentes a no irnos del tema porque, 
si no, podemos estar hasta altas horas, hablando de cosas que no 
corresponden, dado que hay comisiones especiales para tratar lo relativo a la 
infancia, la adolescencia, la vejez, etcétera. 


En definitiva, sé que la línea es muy fina entre un tema y otro, pero llamo 
a responsabilidad por una cuestión de tiempos. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Respecto de lo que decía el diputado Ezquerra, 
recordemos que en materia de centros de larga estadía -las mal llamadas 
casas de salud- hay dos categorías. Una categoría es la de los residenciales 
privados, con fines de lucro, que son 1.116. Son empresas privadas que 
gestionan servicios de cuidados de larga duración. La cantidad de personas 
que están allí son aproximadamente quince mil; podemos enviarles el dato 
justo. 


La otra categoría es la de los hogares, que son centros de larga estadía 
gestionados por asociaciones civiles sin fines de lucro en convenio con el 
Banco de Previsión Social. Hay un programa de cupos-cama focalizado, sobre 
todo, en aquellas personas que viven en cooperativas de vivienda del BPS que 
ya no pueden vivir solas: se les da un cupo-cama en estos hogares, 
gestionados por asociaciones civiles sin fines de lucro, que son apoyadas y 
financiadas por el Banco de Previsión Social. 
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El costo de tener a una persona en un residencial -sin importar la figura 
jurídica que tenga- por mes -incluye comida, pañales, pero sin contar los 
medicamentos y algunas otras cosas-, oscila entre $ 27.000 y $ 28.000. 


Tenemos un programa que todavía no hemos ejecutado -quizá lo 
hagamos el año que viene- que figura como bonos para centros de larga 
estadía. Estamos trabajando con el BPS para que, a efectos de que no haya 
cupos-cama por un lado, y bonos por otro, se unifiquen en un mismo programa. 
Por ejemplo, cuando hay un residencial que está en situación crítica y se debe 
cerrar, no se logra dar con la familia de una persona para trasladarla y no se la 
puede tener, se apunta a generar un cupo en otro residencial y subsidiar a esa 
persona que, de repente, tiene una pensión que no le alcanza para cubrir el 
costo total. Estamos en fase de diseño de eso con el BPS para colaborar con 
esas situaciones que se generan. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Viví durante 
años ese debate, esa discusión y esa construcción. Nosotros alegremente 
hablamos hoy del cupo-cama. Para nosotros es un gran alivio tener esa política 
social disponible porque, muchas veces, tenemos personas mayores que 
necesitan estar cuidadas y entonces acudimos al BPS para que las derive a un 
cupo-cama. Eso está financiado por el Fondo Nacional de Vivienda de los 
jubilados; no es estrictamente política social de cuidados. 


Quiero recordar a alguien que insistentemente peleó por esto en el 
Senado de la República: el entonces senador Reinaldo Gargano. El dio pelea 
por este Fondo de Vivienda para jubilados pretendiendo, además, y nosotros lo 
acompañábamos y apoyábamos, que también hubiera una cuenta identificada 
del Fondo de Vivienda para los trabajadores. 


En aquel momento, el entonces senador Alejandro Atchugarry me decía 
que no era de buena administración tener una cuenta cerrada a la que fueran 
los fondos para la vivienda de los trabajadores y ahora me lo podría decir la 
directora general, como economista y buena directora que es. 


Lo cierto es que habíamos logrado que hubiera un Fondo de Vivienda 
para los jubilados, que supiéramos cuánta plata tenía y cómo se gastaba. 


Ese Fondo de Vivienda es el que financia estos cupos-cama. Como muy 
bien decía el director Bango, cuando la persona tiene derecho a una unidad en 
los complejos de viviendas que tiene el BPS, pero no está en condiciones de 
vivir sola, desde ese Fondo de Vivienda se paga el cupo-cama. 


Sin embargo, hay algo que el Legislativo podría corregir -es un viejo 
anhelo; me iría feliz cerrando esta etapa si lográramos cambiar este disparate, 
y no solo yo, sino la exlegisladora y actual directora de Protección Integral-: 
este cupo-cama es para los jubilados contributivos. Nosotros somos muy 
exigentes en lo que refiere a los cuidados -los registros, las fiscalizaciones-, 
pero resulta que esto es para el que tiene una jubilación contributiva. 


¿Qué quiere decir? Que la persona trabajó y aportó. Por lo tanto, tiene 
unos pesitos -no importa si son muchos o pocos; en general son pocos- porque 
contribuyó; fue un contribuyente. Pero a veces se presentan dificultades, como 
nos pasó hace muy pocos días en una localidad del interior con un matrimonio 
en el que ella era contributiva y él no. En la vivienda no había posibilidades de 
que fueran atendidos, y el BPS tenía una vivienda en buenas condiciones para 
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otorgarles, pero no podían estar solos. Por lo tanto, tenían que estar en un 
residencial de larga estadía. ¿Cómo lo resolvimos? Lo digo acá para que 
quede constancia en la versión taquigráfica: nos olvidamos de que uno no era 
contributivo para ponerlos a los dos juntos. ¡Eso es un disparate! Es algo que 
es viejo, de otro Uruguay, del país de las fábricas, etcétera. Actualmente, no 
podemos permitir que si hay una pareja de viejitos en la que uno es contributivo 
y el otro no, no los podamos poner juntos. ¿Por qué no los podemos poner 
juntos? Porque la norma dice que es para los contributivos nada más. Supongo 
que todos saben que la pensión a la vejez no es contributiva. En general, en las 
parejas, la que no es contributiva es la mujer, que es la que tiene pensión a la 
vejez porque no logró tener los años de aportes para jubilarse, por todo lo que 
hablamos acá. Entonces, ya que estamos metiendo el dedo en esto y que 
nosotros estamos desesperados por un cambio, sería bueno pensar que, en 
determinadas situaciones -no digo que sea para todo el mundo-, tiene que 
haber flexibilidad para que si uno es contributivo y el otro no, o si no es 
contributivo, pero es una persona mayor que está en determinadas 
condiciones, sin violar la ley y sin hacernos los distraídos, como hacemos a 
veces -por eso quiero que quede en la versión taquigráfica-, se pueda 
modificar. Cuando vamos a la historia de la gente, vemos que no es que no fue 
contributiva porque no quiso, sino que muchísima gente no pudo serlo. Por 
ejemplo, ¿cuántas domésticas fueron contributivas durante décadas y 
décadas? Ninguna, o muy pocas. Fue un debate que di y perdí siendo 
oposición. Las familias con mayor nivel, en general, tenían en Caja a las 
domésticas, pero las familias de clase media, no. Por lo tanto, esas mujeres no 
se pudieron jubilar y, con mucha suerte, pudieron conseguir una pensión a la 
vejez, que no da derecho a ninguna de las cuestiones que estamos 
considerando. Es una ley que se puede modificar. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Sería de mucho agrado para la Comisión 
recibir por parte de la ministra un artículo que modifique esto. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL..- Encantada. 


SEÑOR BANGO (Julio).- En cuanto a la pregunta del diputado Asti, puedo 
decir que hay alguna información en la carpeta que entregamos a los señores 
legisladores. 


Desde 2015, tenemos 3.000 personas formadas en educación y 
cuidados para la primera infancia y, al 30 de junio, hay 1.115 formadas en 
atención a la dependencia. Además, se están procesando más de cien cursos, 
que está dando el Inefop. Estimo que al cierre de este año, vamos a agregar 
más de 2.000 personas formadas. Como esto continúa, la previsión es que 
podamos culminar el año 2020 con una cantidad de personas formadas que 
nos permita satisfacer la demanda por los servicios. A su vez, queremos creer 
que esto no se va a parar a partir de 2020 y que vamos a ir avanzando para 
asegurar las condiciones de calidad de los servicios que brindamos. 


Después comunico a los diputados los lugares del país en los que no 
hay ECA, que son tres departamentos: Paysandú, Artigas y no recuerdo el otro. 
En esos lugares está actuando la UTU; en el resto de los departamentos está 
resuelto el problema de la oferta de formación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Volvemos a las preguntas. 
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No quiero ser reiterativa, pero insisto con que hablemos de lo que tiene 
que ver con esta Comisión. Recién la ministra hizo una referencia y el diputado 
Andújar solicitó un artículo, pero no es un tema de esta Comisión, sino del 
BPS; no entra en el proyecto de rendición de cuentas. Por lo tanto, sugiero al 
diputado que convoque a la ministra a otra Comisión, para solucionar ese 
problema. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Algunas preguntas tienen 
que ver con Uruguay Trabaja y con las modificaciones que hemos presentado. 
Para referirse a ese tema, solicito que haga uso de la palabra la directora 
nacional de Economía Social e Inclusión Laboral, señora Mariela Fodde. 


SEÑORA FODDE (Mariela).- La pregunta tiene que ver, fundamentalmente, 
con levantar la restricción con respecto al nivel educativo. 


Quiero hacer una brevísima reseña, recordando la última modificación 
de la Ley N* 18.240, que en setiembre del año pasado se cumplieron diez años 
de su implementación. En el año 2013, se hizo la primera y última modificación 
de algunos artículos que refieren a los cupos de discapacidad, trans y afro, que 
son del 2%, 4% y 8%. Por lo tanto, traer hoy modificaciones de esa ley no nos 
es sencillo, porque es una norma que representa la participación de más de 
35.000 personas en el programa, que es un apoyo a la inserción laboral con 
distintos componentes. 


La participación en el programa es voluntaria. Lamentablemente, no 
tengo los datos del BPS sobre la validación de las últimas inscripciones, 
aunque sí tengo los datos globales. La gente se inscribe voluntariamente para 
ocho meses de participación en obra pública. Hay componentes de 
capacitación transversal y específica y tareas de valor público. Si los 
legisladores lo desean, podemos compartir los números que muestran lo que 
han significado en estos diez años las tareas de valor público que han 
desarrollado esas personas y lo que ha dejado de valor público en todo el 
territorio nacional. 


Este programa tiene un 72% de mujeres. Eso implica que se pone el 
foco en las personas que tienen desempleo de larga duración y, por eso, los 
dos años de desempleo es un requisito que no se toca. Hay dos requisitos a la 
hora de visualizar la situación actual, y cabe destacar que pasaron diez años y 
esos artículos no se modificaron. Hoy la práctica evidencia que el 72% son 
mujeres, y está comprobado que tienen un índice importante de desocupación, 
que pertenecen a determinada franja etaria y que han llegado por distintas vías, 
sobre todo en los últimos años, por lo que es necesario ampliar el nivel 
educativo. Esto lo hacemos en el entendido de que la mayoría son mujeres de 
una franja etaria mayor de cuarenta años, que han finalizado el ciclo básico, 
pero eso no es sinónimo de poder insertarse laboralmente en forma rápida. 


Por lo tanto, nos parece que uno de los argumentos imprescindibles a 
tener en cuenta a la hora de analizar este artículo es habilitar un escenario de 
mayor equidad para participar en un programa que aporta -reitero que no es un 
programa de empleo-, a través de componentes -que también implican la 
revinculación educativa-, el trabajo como un elemento de excusa integrador y 
estructurador de la persona. En ese aspecto, nos parece que el nivel educativo 
es muy importante. Tenemos números de esos diez años de lo que implican las 
competencias transversales y poder insertarse laboralmente. No estamos 
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planteando bajar los requisitos de la situación de vulnerabilidad 
socioeconómica ni de lo que tiene que ver con los veinticuatro meses de 
desocupación. Por lo tanto, estaríamos llegando al mismo perfil de población, 
pero con ese agregado. 


Sabemos que el año próximo vamos a tener los mismos cupos: tres mil 
cupos al año. La demanda va a ser mayor, pero nos parece que se debe 
generar un escenario de mayor equidad, que evidencie las posibilidades de 
otros de incrementar los cupos; es decir que será un elemento que visibilice 
estos aspectos. Es un programa que verdaderamente ha tenido un impacto 
muy importante, y que ha sido galardonado por organismos internacionales en 
lo que hace a la modificación del cambio de la calidad de vida. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Hoy había hecho una pregunta referida a 
esto. ¿Qué evaluación hacían con respecto a por qué es necesario este 
cambio? 


SEÑORA FODDE (Mariela).- ¿Por qué es necesario el cambio? 


En estos diez años había evidencia práctica. Puedo decir cifras 
aproximadas, porque la gente no se inscribe en la medida en que está la 
prohibición. En ese aspecto, no puedo decir que hay un porcentaje que me diga 
los rechazados por el BPS por estos casos, porque cuando la gente se inscribe 
sabe que está imposibilitada. Lo que puedo decir es que de cada diez personas 
que se van a inscribir, por lo menos una -en algunos casos, más- se va con la 
percepción de que tiene el ciclo básico terminado, pero no puede inscribirse, el 
mercado laboral la expulsa, porque tiene cuarenta y tres años; es mujer, y 
terminó el ciclo básico. Este programa da esa posibilidad; nos parece que estas 
situaciones son de injusticia, y hay que abrir el abanico para las personas que 
han estudiado. 


Estamos hablando de que la prestación para el apoyo a la inserción 
laboral es de 2,35 BPC, o sea $ 7.500, por seis horas. Algún legislador puede 
pensar -tuvimos esas reflexiones a la hora de presentar el articulado-: 
"Entonces, ahora se puede presentar el hijo de fulano, que es bancario y va a 
la Universidad". Creo que el sentido común debe imperar en estos casos: 
ninguno de los estudiantes que están en esa carrera universitaria va a optar por 
el programa. Además, no ingresarían porque el Banco de Previsión Social los 
rechazaría, ya que lo que está mirando es la integración del núcleo familiar. 
Esos aspectos también se tuvieron en cuenta. 


Reitero que es la ampliación en un tema que puede ser opinable, sin 
duda, pero entendemos que hay que hacerlo para habilitar ese escenario y 
generar mayores oportunidades a una población que quiere trabajar y que hoy 
no tiene respuesta por parte del mercado laboral. Las pruebas las tenemos a la 
orden del día: miles de personas se presentan. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Entonces, de acuerdo con la experiencia 
que ustedes tienen, se puede concluir que hoy hay gente que tiene mejor nivel 
educativo y que no consigue trabajo. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Efectivamente, el mejor 
nivel educativo es terminar el ciclo básico. Me interesa vincular esto con la 
primera pregunta que había hecho el diputado Lafluf, que es bien interesante. 
En este momento estamos tratando de incentivar a la gente para que termine la 
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educación media, ya sea secundaria, UTU u otro tipo de capacitación, a través 
de programas -mal llamados de educación no formal- en los que aprenden un 
oficio o desarrollan determinadas habilidades. Creo que eso es contemplar una 
realidad. Y en los lugares donde más se presenta es, precisamente, en las 
pequeñas localidades del interior del país, que es donde menos posibilidades 
tenemos. Inclusive, si hubiéramos tenido más cupos, los hubiéramos llenado, 
pero tuvimos que dejar algunos lugares sin el Programa Uruguay Trabaja, 
como decía la directora Fodde; no solamente dejamos a esas personas sin la 
capacitación, sino también sin el comienzo o la inclusión en una trayectoria. 
Pero esto no empieza y termina en Uruguay Trabaja. Lo que estamos haciendo 
hoy, después de diez años, en tener en cuenta las trayectorias que permiten 
las capacitaciones que se van teniendo dentro del programa, y comenzamos 
por darles conocimientos de sus derechos y otra serie de cosas. Muchas veces 
digo que quiero mostrar cuánta obra pública se hizo y cuánto dinero del Estado 
se ahorró, porque esta gente -que dicen que son los pobres, los pichis, los que 
no quieren trabajar- hizo la escuela, la policlínica, la placita, el arreglo. Es decir, 
realmente hizo una enorme cantidad de trabajo. Si me pusiera a verlo con la 
lupa, diría que no lo tendría que haber hecho, pero es parte de su capacitación. 
De ahí salieron, por ejemplo, muchísimas mujeres que hoy trabajan en la 
construcción, que nunca hubieran trabajado en la construcción si no hubieran 
pasado por este programa. 


También hay un módulo de cuidados, o sea que tienen la posibilidad de 
seguir avanzando y capacitarse en cuidados. Hay temas de salud; está la 
atención odontológica. Es decir, hay una serie de elementos que permiten que 
esa persona tenga mayores posibilidades de ingresar al mundo del trabajo. 
Además, esto tiene un reconocimiento por parte de la comunidad -lo vivimos 
cada vez que vamos a cualquier lugar del país-, porque, por ejemplo, en la 
escuela un niño dice: "Esta pared la pintó mi mamá" o "El jardín lo hizo mi 
papá". Es decir, tiene mucho más puntas que el hecho de ser un trabajo 
protegido. 


A las manifestaciones de la directora Fodde debo agregar que hay otros 
elementos que figuran en la rendición de cuentas del Mides, que tienen que ver 
con las becas, con Yo estudio y trabajo, y con la primera experiencia laboral. 
Hay todo un abanico de experiencias laborales, que son otras. En este caso, 
estamos hablando de un universo determinado. Tenemos tres mil cupos; si 
tuviéramos seis mil cupos, con las condiciones que tenemos hoy, los 
llenaríamos. También debo decir que terminar la enseñanza media es un 
camino. 


En el Ministerio, en general, tenemos profesionales universitarios, pero 
también tuvimos un núcleo no muy grande de trabajadores que no tenían el 
ciclo básico terminado. En tal sentido, realizamos un convenio con el Proces, 
de Enseñanza Secundaria, y vamos a terminar el quinquenio con trabajadores 
con secundaria completa. 


Reitero que hay otros caminos y que comparto la preocupación. Ahora, 
antes de llegar al estado óptimo, tenemos que atender a quienes se quedaron 
a mitad de camino. 


SEÑORA FODDE (Mariela).- La directora Mazzotti estuvo desde la génesis del 
Instituto Nacional de las Mujeres. 
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Los datos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, desde el 2001 al 
2007 -en el 2007 surgió el Programa Uruguay Trabaja-, indicaban que la 
pobreza estructural estaba en los menores niveles educativos, que no 
terminaron el ciclo básico. Todos sabemos que hoy las exigencias del mercado 
de trabajo requieren, por lo menos, bachillerato completo. 


Si bien tenemos estos elementos incorporados, a la hora de la discusión 
es importante tenerlos presentes. 


SEÑOR MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Habíamos anunciado que 
los incrementos en esta rendición de cuentas son para el Sistema Nacional de 
Cuidados y para atender la violencia basada en el género. Este es un trabajo 
interinstitucional, en el que el Instituto Nacional de las Mujeres rector e 
importante desde el punto de vista de la articulación, además de los servicios. 


SEÑORA MAZZOTTI (Mariella).- El artículo 233 establece un incremento 
presupuestal para algunos incisos que forman parte del Consejo Nacional 
Consultivo por una Vida Libre de Violencia de Género, que se constituye en el 
marco de la Ley N* 19.580, que es absolutamente innovadora desde el punto 
de vista de la conceptualización de la violencia de género. 


Desde el año 2002 contamos con una ley sobre violencia doméstica. En 
el país se ha constituido una instancia interinstitucional que ha ido 
profundizando y aumentando su capacidad de acción interinstitucional, de 
forma tal que hay una muy fuerte comprensión respecto a que la problemática 
de la violencia de género no puede circunscribirse para enfrentarla en una 
única institución. A su vez, se requieren acciones de prevención y promoción 
de derechos, que está muy asociado con la necesidad de promover cambios 
socioculturales y con cómo las niñas y los niños van creciendo y aprendiendo a 
relacionarse entre sí, y a resolver los conflictos y tensiones sin violencia. 


Por lo tanto, las políticas de lucha contra la violencia de género implican 
intervenciones a niveles de las transformaciones socioculturales, y atención y 
protección a las víctimas. Esta ley toma en cuenta a las mujeres, a las niñas, 
niños y adolescentes, a la persecución del delito, el acceso a la justicia, y la 
posible construcción de un nuevo proyecto de vida de manera autónoma. 


Por lo tanto, en el artículo 233 se fortalece la intervención en violencia de 
género, en la persecución del delito a través del Ministerio del Interior, a través 
de las tobilleras. El programa de las tobilleras ha sido evaluado exitosamente. 
Cuando un juez decide que hay que colocar una tobillera a un hombre agresor, 
la mujer pasa a tener una protección de vida realmente importante. Se ha 
considerado que es muy importante fortalecer este programa, que no solo se 
trata de la colocación de una tobillera a un hombre y avisar a la mujer a través 
de un teléfono celular que su pareja tiene un acercamiento peligroso y, por lo 
tanto, debe cambiarse de lugar, sino que también incluye una intervención 
integral por parte del Instituto Nacional de las Mujeres, pues atiende a las 
mujeres víctimas de violencia doméstica y a los hombres agresores. 


Por lo tanto, en este punto se verá favorecido el Ministerio del Interior 
para la compra de los dispositivos. Es importante que los señores diputados 
sepan que cuando comenzamos con este sistema de respuesta y de atención a 
los hombres agresores en el 2015, teníamos tres servicios en Montevideo, 
Canelones y Ciudad del Plata, en San José, y que actualmente contamos con 
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seis servicios en funcionamiento, que incluyen Maldonado, Colonia, Flores y 
todo el departamento de San José. Este año vamos a llegar a doce servicios, y 
seguramente evaluemos seguir extendiendo esta modalidad. 


Otro aspecto importante tiene que ver con las soluciones habitacionales 
en convenio con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Esto garantiza que una mujer víctima de violencia de género pueda 
reconstruir su vida en el marco de su familia. En general, se trata de mujeres 
jóvenes, en condición de pobreza y con niñas y niños a los que hay que 
favorecer. No solo este perfil de mujeres es el que hace uso de este programa 
de soluciones habitacionales. Quiero destacar que este Parlamento ha votado 
otro articulado que favorece a las mujeres víctimas de violencia que poseen o 
alquilan una vivienda con su pareja. A estas personas les hemos dado prioridad 
para que se queden en esas viviendas junto con sus hijos e hijas. 


Por otro lado, como es necesario hacer campañas de transformación 
sociocultural, se destina algún marco presupuestal para que Presidencia pueda 
llevar adelante campañas de bien público y, posteriormente, para que también 
el Instituto de las Mujeres siga ampliando su sistema de respuesta propio. 


En ese punto, quiero destacar que cuando ingresamos en marzo de 
2015 teníamos 18 servicios en distintos departamentos el país, pero no estaba 
cubierto Treinta y Tres; 3 servicios para varones agresores; 17 equipos para la 
atención en pequeñas localidades; dispositivos profesionales para una primera 
respuesta, y una Casa de Breve Estadía para situación de alto riesgo de vida. 


Como ya adelanté, en este momento, tenemos 6 servicios para varones 
agresores. Además, hemos ampliado la conceptualización, porque estos 
equipos también pueden atender a hombres que se acercan voluntariamente, 
que sienten que no manejan bien su relación con la violencia y, por lo tanto, se 
preocupan y se acercan a los servicios. En este sentido, tenemos experiencias 
muy interesantes y, sobre todo, en el interior del país. 


De estos 6 equipos vamos a pasar a 12 este año, y con este refuerzo 
presupuestal, quizás, podremos cubrir todo el país el año que viene. 


Como decíamos, cuando ingresamos había 18 servicios de atención, 
ahora tenemos 27. Quiero decir que no solo cubrimos todo el país, sino que 
también estamos en 9 localidades. Además, de estos 27 servicios, 
estrictamente del Instituto de las Mujeres, tengo que agregar el de Sarandí del 
Yí, que es en convenio con la Intendencia de Durazno. Además, el 14 de 
agosto vamos a abrir otro en la ciudad de Young, que es en convenio con la 
Intendencia de Río Negro y con la mutualista privada de esta ciudad. 
Seguramente, entre setiembre y octubre estaremos completando el equipo 
técnico para tener un equipo de atención en la ciudad de Río Branco y, 
además, estamos fortaleciéndolos en algunos otros departamentos. 


En el artículo 233 se establece que la prioridad es el interior del país. En 
este sentido, estamos recabando los últimos elementos para realizar en breve 
plazo la licitación pública para una casa de estadía transitoria regional en el 
departamento de Tacuarembó. Nos parece que es muy importante seguir 
trabajando de manera interinstitucional. 


Quiero señalar que en el marco de la interinstitucionalidad tenemos un 
convenio muy interesante con Inefop, que sería bueno difundir, para que las 
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mujeres víctimas de violencia en proceso de salida tengan capacitación laboral 
e ingreso al mercado de trabajo. Sin duda, que los ingresos propios y la 
vivienda son dos elementos centrales para el proyecto de vida. 


Nosotros trabajamos estrechamente con INAU, porque es reconocido, y 
está ratificado en la nueva ley, que las niñas y los niños son víctimas directas 
de la violencia de género. Pensamos que la primera víctima es la mujer, pero 
en realidad las niñas y los niños sufren igual, y mucho, toda esta problemática 
y, ni qué hablar cuando hay un feticidio. 


También, estamos trabajando estrechamente con educación. 


Además, tenemos que destacar que en el sistema de respuesta 
interinstitucional también participa el Ministerio de Salud Pública. Se hicieron 
convenios con mutualistas, que en varios departamentos son agentes muy 
interesantes, con un compromiso desde el área de lo privado. El Ministerio de 
Salud Pública tiene 47 equipos de referencia integrados por 3 profesionales, 
distribuidos en efectores públicos y privados y 112 referentes locales 
distribuidos en pequeñas localidades en todo el país. Nuestros equipos 
territoriales trabajan con ellos para fortalecer la intervención en violencia 
doméstica. 


El trabajo que vamos a hacer a partir de las campañas es fundamental 
porque -como ustedes saben bien- muchas mujeres hacen denuncias, pero no 
se acercan a los servicios de atención. Entonces, allí hay que hacer una 
conexión permanente. Nosotros trabajamos fuertemente con el Ministerio del 
Interior, y también hacemos un trabajo comunitario para que la mujer se 
acerque a pedir orientación y apoyo. Eso para nosotros es fundamental y a 
través de las campañas lo vamos a fortalecer. 


Esta es la fundamentación de este artículo. Quedo a disposición para 
responder las inquietudes que quieran plantear los legisladores. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Han sido muy interesantes e ilustrativos los 
datos que nos acaban de brindar, más aún en estos momentos en que todos 
vivimos aterrados y preocupados por los casos de femicidios. Aquí se nos 
están presentando programas y apoyos. 


Quisiera saber cuántas soluciones habitacionales se han otorgado por 
convenio y en qué departamentos; cuántos apoyos en alquileres se han dado a 
mujeres víctimas de violencia y si eso está instalado a nivel país; con cuántas 
casas de breve estadía en situación de riesgo cuenta hoy el Ministerio de 
Desarrollo Social. 


SEÑORA MAZZOTTI (Mariella).- El número exacto de soluciones 
habitacionales activas en este momento no las tengo, pero se las puedo 
alcanzar en cualquier momento. No quiero dar un número inexacto. 


Durante 2017, otorgamos 71 nuevas soluciones habitacionales. Esto 
impacta en alrededor de 250 personas, porque estamos incluyendo a las niñas 
y a los niños que acompañan a estas mujeres. Las soluciones habitacionales 
tienen un período de dos años y, en algún caso excepcional, de tres años. Por 
lo tanto, durante 2017 hubo bastante más soluciones habitacionales activas 
que estas 71 nuevas, porque son de mujeres que vienen de años anteriores. 
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Con respecto a los centros transitorios, quiero hacer un énfasis muy 
importante en el concepto de transitoriedad. El énfasis en la cuestión de 
violencia de género está en que la mujer, las niñas y los niños queden en lo 
que se llama su centro de vida, su lugar habitual, donde resuelven su 
cotidianidad, donde los niños y niñas van a su escuela y tienen los vecinos 
conocidos. Entonces, el criterio de los centros transitorios -ponemos énfasis en 
eso- es que son para la protección en riesgo inminente de vida o para 
situaciones de riesgo que consideramos moderadas; es decir, la vida está en 
peligro, pero no es tan inminente. Hacemos esta diferencia porque la 
metodología de trabajo dentro de un centro transitorio es un poco diferente. 


En este momento, tenemos tres centros activos. Uno de ellos es una 
casa de breve estadía, que es para un riesgo de vida alto. Aquí se aplica una 
metodología de altísima protección de las mujeres. Voy a señalar qué significa 
"de alta protección", como me pide la señora ministra. Tenemos que saber que 
las mujeres víctimas de violencia tienen un vínculo con el agresor que se basa 
en el afecto, pero le tienen mucho terror y miedo; no obstante, su actitud frente 
al agresor es cambiante, ambivalente. Es un problema emocional muy 
complejo. Entonces, cuando hay riesgo inminente de vida, la mujer y los niños 
tienen que cortar el vínculo cotidiano, porque el hombre tiende a ir a buscarlos 
al lugar de trabajo de la mujer, a la casa de su familia o a la escuela. 
Actualmente, el celular es un elemento muy fuerte que se usa para la 
comunicación, y muchas veces, a través de las niñas y los niños, el agresor 
intenta llegar a la mujer. 


Por tanto, la permanencia en la casa de breve estadía tiene que ser 
breve por esa metodología que implica una altísima protección, que tiene que 
ver con no mantener vínculos externos. Cuando hay alguna situación 
extraordinaria, por supuesto que el equipo técnico que acompaña a estas 
mujeres y a los niños y las niñas que están en una situación de grave crisis 
-como se imaginarán- establece algún contacto con el exterior para trasmitirles 
tranquilidad y confianza. 


Además, tenemos un centro de estadía transitoria, que tiene también 
cobertura nacional. Allí hay más libertad de salida y se busca que, aunque 
cambien de barrio, los niños y las niñas no pierdan su ingreso en el sistema 
educativo. Aquí hay un régimen cuidado, pero un poco más libre. 


También tenemos una casa que llamamos de medio camino, para 
aquellas mujeres que ya están buscando trabajo oO lo encontraron 
recientemente, que solo les falta alquilar, que están con el trámite del subsidio 
de alquiler o tienen una propuesta y les falta un tiempo para concretarla. Es un 
centro para mujeres que ya están en proceso de salida, tienen un dominio muy 
claro de su vida cotidiana y de la relación con sus hijas e hijos. 


Como decía, ya está con presupuesto previsto y con todos los contactos 
hechos en el departamento de Tacuarembó -donde trabajamos con la comisión 
departamental, muy comprometida a nivel de los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social, de Salud Pública, del Interior, de Educación y Cultura- un 
centro de estadía transitoria de carácter regional, para cubrir algunos casos en 
el interior del país; también estamos buscando el local adecuado. 


Debo decir que creemos realmente en la formación de una red 
interinstitucional que dé respuesta a la cuestión de la violencia de género. Por 
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eso, tenemos convenios con algunas intendencias para servicios de atención y 
también estamos trabajando para asesorar a algunas intendencias que están 
comprometidas en la creación de centros de estadía transitoria, a partir de 
criterios de acompañamiento técnico. No se trata de tener casas ni de tener 
casas con porteros o con vigilancia, sino centros de atención, lo que implica un 
insumo de equipo técnico importante. En ese caso, nos parece que el 
compromiso de las intendencias es bien importante y estamos trabajando en 
esta red, por lo que el Congreso de Intendentes participa en el Consejo 
Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Lo que quería preguntar en cuanto a la 
coordinación de este tema en parte lo contestó al final la directora. 


Acá han venido varios organismos, y mi consulta es qué instancias 
coordinadas, orgánicas, hay con el Poder Judicial, la Fiscalía, el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
No me parece solamente en este caso, sino que cada uno viene y plantea algo, 
y el mayor riesgo que tenemos es estar superponiendo una cantidad de cosas. 


La segunda pregunta es cuántas de estas soluciones habitacionales y 
centros transitorios hay en el interior. 


SEÑORA MAZZOTTI (Mariella).- Tenemos instancias absolutamente formales 
de coordinación. El Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia 
Doméstica fue creado por la ley, pero recoge la experiencia que venimos 
teniendo desde la Ley de Violencia Doméstica del año 2002. Tiene muchos 
años de trabajo y se reúne mensualmente. 


En el marco del Consejo Nacional Consultivo se elaboraron el 
anteproyecto y el proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo, así como la ley 
que tenemos promulgada. En sus reuniones mensuales participan 
representantes designados directamente por el Poder Judicial y dos 
representantes de la Fiscalía General de la Nación: la doctora Patricia Lanzani, 
encargada del área de género de la Fiscalía, y representantes del equipo 
técnico del área de atención a las víctimas de Fiscalía. 


Por otro lado, tanto la Fiscalía como los Ministerios del Interior, de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de Trabajo y Seguridad 
Social, además de participar del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra 
la Violencia Doméstica también participan de una instancia superior, que es el 
Consejo de Género, donde se elaboran planes interinstitucionales. 


El trabajo es permanente. Además, tenemos una articulación bilateral. 
Para llevar adelante el programa de soluciones habitacionales, hay un equipo 
permanente que se reúne y hace el seguimiento de cada uno de los casos, 
entre el Inmujeres y la Dirección Nacional de Vivienda, siendo la referente Inés 
Giudice. Hay un convenio firmado y en este momento vamos a firmar la 
renovación, donde vamos a ampliar las soluciones habitacionales, no 
solamente a garantías de alquiler, sino también a otros dispositivos que tiene el 
propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Con 
este refuerzo presupuestal que se estaría votando, nos darían la posibilidad de 
amplificar notoriamente esta capacidad de brindar soluciones habitacionales. 


Con respecto al Ministerio del Interior, coordinamos en el Consejo 
Nacional Consultivo. Tenemos reuniones técnicas bilaterales. En este 
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momento, por ejemplo, estamos participando en conjunto con el Ministerio del 
Interior y con la división de asesoría de la Intendencia de Montevideo y el 
INAU, en un equipo con el que estamos haciendo un trabajo específico en los 
barrios Marconi y Casavalle. 


También trabajamos de manera constante con la Fiscalía, el Poder 
Judicial, el Ministerio del Interior y nosotros en todos los casos que tienen que 
ver con tobilleras. Es decir que nos reunimos para dar seguimiento al 
funcionamiento de este programa en término de las articulaciones, porque el 
juez manda la tobillera, el Ministerio del Interior la coloca, el Inmujeres atiende 
a los hombres y a las mujeres y el INAU atiende a los niños involucrados en 
esas situaciones. A veces, tenemos que coordinar caso a caso y, por eso, hay 
una mesa de coordinación de tobilleras para hacer ese seguimiento. Nosotros 
tenemos una persona especialmente dedicada a los informes técnicos que 
surgen de la atención a los hombres y a las mujeres, para que el juez decida si 
continúa o discontinúa la tobillera. En este caso, en Montevideo y algunos 
departamentos donde tenemos muchos antecedentes de trabajo conjunto está 
funcionando muy bien, pero debemos ajustar las coordinaciones a nivel del 
Poder Judicial en algunos departamentos donde tenemos algunas dificultades. 
Son programas nuevos que se acaban de incorporar y las instancias de 
generar trabajo en conjunto son permanentes. No creo que tengamos riesgo de 
superposición de acciones para el caso de la política pública de lucha contra la 
violencia de género. 


En cuanto a los centros de estadía transitoria que están en coordinación 
con el Instituto de las Mujeres -algunos no lo están; nosotros somos el 
organismo rector y tenemos un protocolo de atención para los centros de breve 
estadía o estadía transitoria-, creemos que es muy importante la calidad de 
atención y, por lo tanto, algunos están dentro de ese concepto de calidad de 
atención y, quizás, no sea así en casos que no conocemos. Estamos 
coordinando algunos en el interior del país que dependen de las intendencias, 
por ejemplo, de Paysandú y Rocha. 


Como les decíamos, estamos pensando inaugurar este año el centro 
que va a depender del Instituto de las Mujeres, pero se va a hacer en el marco 
de la Comisión Departamental de Tacuarembó con un enfoque regional. No en 
todos los departamentos recibimos estas demandas, sino que están 
concentradas en algunos, pero la proyección de estas cuestiones hacia el 
interior del país es importante. 


En cuanto a soluciones habitacionales -podemos enviarles el informe 
completo para no dar datos imprecisos-, tenemos un Programa nacional por el 
que trabajamos con todas las comisiones departamentales interinstitucionales 
porque allí es necesario hacer un trabajo de sensibilización con las 
inmobiliarias y con los propietarios particulares. Está el programa, está la 
disposición, pero se necesita que haya voluntad del propietario de la vivienda 
de alquilarle a una mujer víctima de violencia de género. En algunos 
departamentos hemos tenido dificultades, tanto por parte de las inmobiliarias 
como de privados. Las Comisiones están haciendo allí un trabajo de 
sensibilización, como dije, y en estos últimos años de alguna manera se ha ido 
mejorando la implantación de este Programa. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Esperaremos el informe. 
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Simplemente, voy a hacer un aporte. En el interior es muy difícil el 
servicio de garantía de alquileres con la Contaduría General de la Nación; las 
inmobiliarias del interior no están dispuestas a eso. 


En esta rendición vino un artículo que plantea habilitar al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a hacer lo mismo que se 
hace a través de la Contaduría General de la Nación; esa podría ser una 
solución. 


SEÑORA MAZZOTTI (Mariella).- Me han comunicado esa dificultad y lo han 
trabajado con la Contaduría General de la Nación. Sin duda, si hay un 
dispositivo que vaya a ayudar a esto mostraría el trabajo interinstitucional: el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente reconoce 
esa dificultad que estamos teniendo y plantea esa iniciativa para este 
momento. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría recibir información vinculada al 
Programa de Apoyo Alimentario que, fundamentalmente, comprende a la 
tarjeta Uruguay Social. Quisiera corroborar si es correcto que el 32% del gasto 
total del Ministerio corresponde a este Programa. 


Además, quisiera saber a cuánto asciende el número de tarjetas que hoy 
tiene el Programa de Apoyo Alimentario, ya que tengo que las tarjetas 
duplicadas pasaron de 14.600, en 2011, a 40.400, en el año 2017, y que las 
tarjetas simples se redujeron de 63.700 a 36.700. Quisiéramos corroborar esta 
información y, además, saber cuáles son los requisitos para acceder a las 
tarjetas de apoyo social o de Uruguay Social, producto de que este dato estaría 
marcando una mayor población objetivo beneficiada del sistema de 
alimentación del Ministerio de Desarrollo Social de la que había hace unos 
años. Si este dato fuese así, quisiera que me lo pudiesen comparar con el 
siguiente: ¿cómo se puede tener una mayor asistencia alimentaria a la 
población cuando, por otro lado, se sostiene que se ha reducido la pobreza? 
Me gustaría saber si se está asistiendo alimentariamente la población objetivo 
que antes no se atendía o cuál es la explicación que nos podrían brindar sobre 
este tema. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Recibimos un planteo del CAIF El Ombú, 
de Rivera, sobre la separación del cargo al recurso técnico supervisor 
nutricionista para los centros CAIF de Rivera. El comunicado expresa: "Con 
motivo de haberse modificado y en algunos casos cesado las prestaciones de 
algunos Programas Alimentarios del Instituto Nacional de Alimentación [...] 
dirigidos a la población más vulnerable desde el punto de vista biológico y 
social con énfasis en la primera infancia, el equipo técnico de licenciados en 
Nutrición del Instituto pone en conocimiento lo siguiente:" y más adelante 
agrega: "El cese de actividades de asesoramiento, supervisión y vigilancia del 
estado nutricional en más de 300 Centros CAIF de 16 departamentos del 
interior, lo que afecta un total de 38.000 niños". 


Por otra parte, traigo a colación el Tomo lll, Transferencias a 
Organizaciones de la Sociedad Civil, porque en el dictamen que hace el 
Tribunal de Cuentas sobre gastos del Ministerio de Economía y Finanzas, de 
$ 12.000.000.000 hay observaciones sobre $ 8.000.000.000. La mayoría son 
transferencias sin rendimiento de gastos y aparece por ahí que uno de los 
Ministerios involucrados sería el Ministerio de Desarrollo Social. 
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SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Tengo muchos años de 
venir como legisladora, y también ahora como ministra, y no entiendo muy bien 
el mecanismo de la Comisión. En todo caso, estas respuestas están en la 
presentación, que no hemos podido hacer porque se nos dijo que primero 
miráramos los artículos -que siempre van a al final-, que se contestaran todas 
las preguntas sobre el articulado. Hemos ido mucho más allá del articulado; 
hemos hablado de todo -inclusive, ahora me preguntan algo sobre el INAU, que 
ya estuvo- y todo está en la presentación. 


Le diría que, entonces, empezamos con la presentación; de lo contrario 
es un "picoteo", y perdón por el término. Tenemos muchas láminas para 
presentar la rendición de cuentas 2017 y todavía no lo hemos podido hacer. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Si las respuestas a las preguntas que hice 
están en la presentación, con mucho gusto acepto que nos dejen la 
presentación y no es necesario que nos explique nada. 


El mecanismo cambió -es verdad lo que dice la señora ministra-, se le va 
a conocer en el futuro como la doctrina Posada. 


(Hilaridad) 


——Va a ser rápidamente abandonada en los próximos años, pero este año la 
tenemos que acompañar por motivos que no vienen a cuento. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Sobre las transferencias 
monetarias, la directora de Comunicaciones buscó para poner la lámina, pero 
esto es un desorden; así no es, señora Presidenta. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Mi pregunta estaba referida nada más 
que al INDA, pero retiro las dos preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, voy a defender la doctrina Posada en 
cuanto a ver primero el articulado -lo han visto; fue muy rápida la presentación 
del articulado; eso nos pasó con todos los Incisos y, después, se hace la 
presentación general- porque nos ha dado muy buen resultado. 


En este caso, como se hicieron preguntas sobre algunos puntos 
especiales referidas a distintas unidades del Ministerio, se hicieron planteos 
que forman parte de la presentación general, pero veníamos bastante bien 
hasta ahora, así que no creo que haya sido desordenada la presentación. 


Nos quedan algunos puntos que hacen a la rendición de cuentas, que 
pueden ser presentados o nos pueden dejar la presentación. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Con mucho gusto, vamos 
a dejar la presentación. 


A continuación, cedo el uso de la palabra a la directora general, Graciela 
Mazzuchi, quien debe dar respuesta a alguna pregunta que fuera formulada. 


SEÑORA MAZZUCHI.- Es con respecto a la pregunta que dije que me 
quedaba de deberes relativa a las horas nocturnas. Dada la tecnología, 
pregunté a la gerencia financiera, y me dicen que son dieciséis las personas 
que cobran horas nocturnas en el ministerio y el monto es aproximadamente 
entre $ 14.000 y $ 16.000 por mes el conjunto de las dieciséis personas. Es 
muy bajo, porque además depende del horario y no todas las horas caen en el 
horario nocturno. 
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Ya que estamos tratando este tema, quiero aprovechar la oportunidad 
para dejar formalmente el cambio de redacción del artículo 221, que refiere a 
las trasposiciones para el pago de horas nocturnas. Dicho artículo tendría unas 
correcciones de redacción, y al final, se agregaría un párrafo que expresa: "Lo 
dispuesto en este artículo entrará en vigencia a partir de la promulgación de la 
presente ley y será de aplicación para las horas nocturnas realizadas a partir 
del ejercicio 2018 inclusive". Porque de hecho... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya lo tenemos y fue repartido. Así que no hay 
ningún problema con ese artículo. 


Agradecemos la presencia del Ministerio de Desarrollo Social. 
(Se retira de sala una delegación del Ministerio de Desarrollo Social) 
——-Mañana comenzaríamos a la hora 10. 
(Diálogos) 


——-El señor diputado Conrado Rodríguez solicita hacer un intermedio de una 
hora y media a la hora 14 y sesionaríamos hasta la hora 19. 


(Apoyados) 
———No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 
(Es la hora 13 y 20) 


